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Recomendación 31/2015 

Queja 11028/2014/I 

Guadalajara, Jalisco, 25 de septiembre de 2015  

Asunto: violación del derecho a la integridad personal 

 (por tortura), a la privacidad, a la libertad 

 y a la legalidad y seguridad jurídica 

 

 

Licenciado Francisco Alejandro Solorio Aréchiga 

Comisionado de Seguridad Pública del Estado 

 

 

Síntesis 

 

El día […] del mes […] del año […], alrededor de las […] horas, el (agraviado) se 

encontraba en su domicilio en compañía de su (agraviado2), cuando llegaron 

elementos de la Fuerza Única Metropolitana (FUM), dependiente de la Comisaría 

de Seguridad Pública del Estado (CSPE), quienes sin mediar explicación alguna le 

colocaron aros aprehensores a (agraviado2), luego se introdujeron en la finca de 

(agraviado), al que también aprehendieron e hincaron. Les exigían que les 

entregaran armas, y como no tenían dichos artefactos, los golpearon y torturaron 

física y psicológicamente en repetidas ocasiones. Enseguida esculcaron la planta 

alta de vivienda de (agraviado). Después de dos horas de maltrato llegó 

(agraviado3) de (agraviado), quien preguntó qué pasaba, y como respuesta le 

colocaron aros aprehensores y lo introdujeron en la finca donde también lo 

golpearon. A continuación los llevaron a una barranca, donde los amenazaron y 

continuaron golpeándolos para luego llevarlos a su base y después a las oficinas de 

la Fiscalía Central del Estado (FCE), acusados de portación de […] y[…]. 

Posteriormente fueron trasladados a las oficinas de la delegación de la 

Procuraduría General de la República (PGR) y luego al Reclusorio Preventivo del 

Estado (RPE), donde obtuvieron su libertad bajo fianza. 

 

La Comisión Estatal de Derechos Humanos de Jalisco (CEDHJ), con fundamento en 

los artículos 102, apartado B, de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos; 4° y 10 de la Constitución Política del Estado de Jalisco; 4°; 7,° 

fracciones I y XXV; 28, fracción III; 72, 73, 75 y 79 y demás relativos de la Ley de 

la CEDHJ y 119, 120, 121 y 122 de su Reglamento Interior, examinó la queja 
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11028/2014/I por la violación de los derechos humanos a la integridad personal 

(tortura), a la privacidad, a la libertad y a la legalidad y seguridad jurídica en agravio 

de (agravaido29, (agraviado) y (agravaido3), cometidos por Érick de Jesús Águila 

Robles, Noé Hernández González, Gustavo Luna Villaseñor y Karla Paola Huerta 

Plascencia, oficiales de la CSPE. 

 

 

I. ANTECEDENTES Y HECHOS 

 

1. Por escrito presentado el día […] del mes […] del año […], un defensor público 

federal interpuso queja en contra de los elementos de la CSPE involucrados, al 

advertir que dentro de la averiguación previa […], iniciada en contra de los aquí 

agraviados, obran partes médicos elaborados a su favor, en los que presentaron 

múltiples lesiones, además de que en sus declaraciones ministeriales aseguraron 

haber sido torturados física y psicológicamente. 

 

2. El día […] del mes […] del año […]se dictó acuerdo de calificación pendiente de 

la queja, y se requirió a los agraviados para que se apersonaran ante esta CEDHJ a 

ratificar la queja interpuesta a su favor. 

 

3. A las […], […] y […] horas del El día […] del mes […] del año […], los 

inconformes ratificaron la queja presentada en su favor, y aclararon que alrededor de 

las […]horas del día […] del mes […] del año […], (agraviado) se encontraba fuera 

de su domicilio particular en compañía de (agraviado2), cuando llegaron elementos 

de la FUM, quienes sin dar explicación alguna le colocaron aros aprehensores a 

(agraviado) y lo metieron en la finca. Al preguntarles (agraviado) qué ocurría, éstos 

lo esposaron también, lo metieron y lo hincaron; les pedían que les dieran armas, 

pero ellos no sabían de lo que hablaban. Luego de unas dos horas de estarlos 

golpeando fuertemente en diversas partes de su cuerpo, lapso que además 

aprovecharon para esculcar la planta alta que era utilizada como vivienda de 

(agraviado)y su familia, de la plana baja, que era un negocio de llantas y rines, les 

robaron diversas pertenencias de valor, tiempo en que llegó (agraviado3) para 

preguntar por qué allanaban la casa de su […]. Como respuesta, los elementos 

involucrados también lo sometieron y golpearon dentro de dicho lugar. Después los 

llevaron a los tres a una barranca, donde los golpeaban y amenazaban. En seguida 

los llevaron a las instalaciones de la CSPE y de ahí los trasladaron a las oficinas de 

la FCE para después ser llevados a la PGR. 
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4. En acuerdo del día […] del mes […] del año […], se admitió la queja y se requirió 

al comisionado general de Seguridad Pública del Estado para que informara el 

nombre de los elementos que participaron en los hechos; a los directores del RPE y 

del Instituto Jalisciense de Ciencias Forense (IJCF), que remitieran copia de los 

partes médicos que se hubieran elaborado a favor de los agraviados.   

 

5. Por acuerdo del día […] del mes […] del año […] se requirió a los elementos aquí 

señalados de la FUM para que rindieran sus informes respecto de los hechos que se 

les atribuían.  

 

6. Por medio del oficio […], los elementos de la CSPE rindieron sus informes de ley, 

en los que negaron tajantemente haber incurrido en las violaciones de derechos 

humanos en perjuicio de los agraviados, asegurando que su detención se había 

llevado a cabo aproximadamente a las […] horas del día […] del mes […] del año 

[…]. Precisaron que al encontrarse en recorrido de vigilancia en la colonia Tetlán, 

de Guadalajara, vieron circulando una camioneta cuyo piloto, al ver su presencia, 

aceleró la marcha. Esto les pareció extraño y procedieron a marcarles el alto. Al 

detenerse observaron que la ocupaban los tres aquí inconformes, quienes aceptaron 

que se les practicara una revisión precautoria, cuyo resultado fue el hallazgo de 

algunas cápsulas cuyo contenido tenía las características de […]. Al revisar la 

camioneta, localizaron cartuchos de arma de fuego, por lo que procedieron a 

asegurarlos. Los elementos señalados agregaron como prueba copia del acuse de 

recibo del oficio […], en el que se describió lo anterior, el cual fue recibido a las […] 

horas del día […] del mes […] del año […] por el alguacil de la FGE. 

 

7. En acuerdo del día […] del mes […] del año […] se abrió periodo probatorio para 

los servidores públicos y para los agraviados, plazo que para los últimos feneció los 

días 23 y 24 de marzo, sin que hubieran ofrecido prueba alguna a su favor. 

 

8. En oficio […], el director general del Centro de Vinculación y Seguimiento a la 

Defensa de los Derechos Humanos de la FGE, adjuntó los escritos de prueba 

entregados por los servidores públicos involucrados, en los que ofrecieron la 

documental pública consistente en un legajo de quince hojas de la resolución dictada 

por el (juez), dentro de la causa penal […], instruida en contra de los aquí agraviados, 

en la que se decretó auto de formal prisión en su contra, así como la instrumental de 

actuaciones y la presuncional legal y humana. 
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II. EVIDENCIAS 

 

1. Actas circunstanciadas del día […] del mes […] del año […], en las que personal 

de esta institución realizó investigación de campo en el lugar de la detención de los 

inconformes, donde se entrevistó con el padre de (agraviado) y de (agraviado3), 

quien aseguró que el día de los hechos vio que muchos elementos de la policía estatal 

ingresaron en el domicilio de (agraviado), dentro del cual lo estuvieron golpeando, y 

que (agraviado3) acudió a dicho sitio para evitar que lo siguieran maltratando, pero 

también fue golpeado y ambos resultaron detenidos. También se entrevistó a tres 

personas, quienes manifestaron que no vieron la detención de los agraviados, pero 

dos de ellos informaron que se enteraron de ese suceso al día siguiente. 

 

2. Copia certificada de los partes médicos […], […], […], […] y […], los cuales se 

describen a continuación: 

 

 

a) […], elaborado el día […] del mes […] del año […]  a favor del agraviado 

(agraviado2), en el que se hizo constar que no presentó huellas de violencia 

física a las […] horas. 

b) […], del día […] del mes […] del año […], en el que se dio fe de que a las […] 

horas (agraviado2) no presentó huellas de violencia física. 

c) […], del día […] del mes […] del año […], en el que se dio fe de que a las […], 

relativo al agraviado (agraviado), en el que se hizo constar que a las […] horas 

presentó signos y síntomas clínicos de excoriaciones dermoepidérmicas al 

parecer producidos por agente contundente, localizadas en la región de ambas 

rodillas, de aproximadamente tres centímetros (cm) de extensión con costra 

hemática; equimosis localizada en mucosa del labio superior, línea media, de 2 

cm de extensión. Lesiones que por su naturaleza no ponían en peligro la vida y 

tardaban menos de quince días en sanar. Se anotó que refirió dolor en oídos y 

en la región lumbar. 

d) […] del día […] del mes […] del año […], relativo a (agraviado), en el que se 

informó que a las […] horas presentó signos y síntomas clínicos de edes al 

parecer producidas por agente contundente, localizadas en la región de ambas 

rodillas, de aproximadamente tres cm de extensión, con costra hemática; 

equimosis en la mucosa del labio superior, línea media, de dos cm de extensión, 
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lesiones que por su naturaleza no ponían en peligro la vida y tardaban menos de 

quince días en sanar. 

e) […] del día […] del mes […] del año […] elaborado a favor de (agraviado3), 

en el que se hizo constar que a las […] horas presentó signos y síntomas clínicos 

y radiográficos de fractura abrigada de clavícula izquierda al parecer producida 

por agente contundente. Lesión que por su naturaleza no ponía en peligro la 

vida y tardaba más de quince días en sanar. 

f) […] del día […] del mes […] del año […], relativo a (agraviado3), en el que se 

dio fe de que a las […] horas presentó signos y síntomas clínicos y radiográficos 

de fractura abrigada de clavícula izquierda, al parecer producida por agente 

contundente. Lesión que por su naturaleza no ponía en peligro la vida y tardaba 

más de quince días en sanar. 

g) […] elaborado a favor de (agraviado3), en el que se asentó que el día […] del 

mes […] del año […], a las […] horas, presentó signos y síntomas clínicos y 

radiológicos de fractura abrigada de clavícula izquierda, al parecer producida 

por agente contundente; y signos y síntomas de esguince cervical de grado II. 

Lesiones que por su naturaleza no ponían en peligro la vida y tardaban más de 

quince días en sanar, con una evolución de más de quince días. 

 

 

3. Oficio […], al que el director general del Centro de Vinculación y Seguimiento a 

la Defensa de los Derechos Humanos de la FGE anexó los partes médicos que se 

elaboraron a los aquí agraviados a su ingreso al RPE, en los que el día […] del mes 

[…] del año […] (agraviado) y (agraviado2) no presentaron huellas de violencia 

física, y (agraviado3), en la misma fecha, presentó fractura de clavícula izquierda 

ocasionada por agente contundente. Lesiones que por su situación y naturaleza no 

ponían en peligro la vida y tardaban más de quince días en sanar. 

 

4. Dictamen clasificativo de lesiones […], elaborado por una médica adscrita a esta 

CEDHJ, en el que se hizo constar que el día […] del mes […] del año […], 

(agraviado3) presentó signos y síntomas clínicos de probable fractura abrigada de 

clavícula izquierda con una evolución de aproximada de 72 a 96 horas. 

 

5. Dictamen clasificativo de lesiones […], elaborado por una médica adscrita a esta 

Comisión, en la que dio fe de que el día […] del mes […] del año […], (agraviado) 

presentaba heridas localizadas en mucosa oral de labio superior, de predominio 

derecho, en número de dos; la primera, de .5 cm y la segunda de 1 cm de longitud: 



6 

 

equimosis localizada sobre pabellón auricular izquierdo  nivel del hélix, en su cara 

posterior, de 3 por 2 cm de extensión, fase cromática violácea intensa; cara posterior 

de hemitórax derecho, a nivel de columna dorsal, a 3 cm a la derecha, de 4 por 3 cm 

de extensión, en fase cromática violácea intensa; cara posterior de dorso, a nivel de 

columna lumbar, de 4 por 2 cm de extensión, en fase cromática violácea intensa; cara 

anterior de abdomen, a nivel de mesogastrio, de 2 cm debajo de la cicatriz umbilical, 

y a 1 cm de la línea media; excoriaciones en cara anterior de rodilla izquierda, de 2.5 

por 1 cm de extensión, en fase de costra hemática húmeda, de forma irregular, 

acompañado de proceso equimótico (fase cromática violácea intensa) de 4 por 3 cm, 

de características perilesionales; en cara posterior de antebrazo derecho tercio distal, 

en número de dos, de .5 y 2.5 de longitud, en fase de costra hemática húmeda. 

Lesiones de aproximadamente 72 a 96 horas de evolución. 

 

6. Oficio […], signado por un psicólogo adscrito a esta CEDHJ, por el que remitió 

el dictamen de […] elaborado el día […] del mes […] del año […] a favor del 

inconforme (agraviado), en el que se concluyó que sí presentó trastorno por estrés 

postraumático, y no se configuró en trauma posterior o secuela emocional en su 

estado emocional o psicológico, por los hechos que dieron origen a la queja. 

 

7. Obra en actuaciones de la queja el acta circunstanciada del día […] del mes […] 

del año […], en la que consta que personal de este organismo se enteró del contenido 

del proceso penal […] que se integró en el (juzgado federal), donde obra la sentencia 

del día […] del mes […] del año […], en la que se determinó la absolución de los 

aquí agraviados, dado que los elementos de prueba que existían eran insuficientes 

para acreditar el delito de portación de cartuchos de arma de fuego de uso exclusivo 

del Ejército, ya que con el dicho de los citados agraviados y con los videos que éstos 

aportaron se demostró que su detención se llevó a cabo en el domicilio de uno de 

ellos y no en la vía pública. 

 

 

 

III. FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN 

 

Los agraviados reclamaron hechos que consideraron violatorios de sus derechos 

humanos a la integridad personal, a la privacidad, a la libertad y a la legalidad y 

seguridad jurídica, atribuibles a los cuatro oficiales involucrados de la CSPE, 

consistentes en que alrededor de las […] horas del día […] del mes […] del año […], 
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fueron arbitrariamente detenidos por dichos agentes cuando (agraviado) y 

(agraviado2) se encontraban en el domicilio particular del primero, el cual allanaron 

y dentro los golpearon por varias horas y a (agraviado) lo torturaron, les exigían que 

les entregaran armas, pero como no tenían, se los llevaron a una barranca donde 

continuaron maltratándolos. Después los trasladaron a las oficinas de la CSPE 

acusados falsamente de portación de […] y […], pues éstas no les pertenecían 

(puntos 1 y 3 de antecedentes y hechos). 

 

Al respecto, los policías involucrados de la CSPE, en el informe de ley que rindieron 

ante esta Comisión, negaron tajantemente todos los reclamos. Aclararon que los aquí 

agraviados fueron detenidos la madrugada del día […] del mes […] del año […], 

cuando al encontrarse en recorrido de vigilancia por calles de esta ciudad vieron el 

vehículo en el que viajaban, y que al verlos aceleraron la marcha, por lo que les 

marcaron el alto y al hacerles una revisión precautoria le encontraron a cada uno una 

cantidad […], y en la camioneta, […]. En virtud de ello los llevaron a su base y de 

ahí los trasladaron a las oficinas de la FCE (punto 6 de antecedentes y hechos). 

 

Ahora bien, personal de este organismo practicó investigación de campo en el lugar 

en que los quejosos informaron haber sido detenidos, en la que se entrevistó a cuatro 

vecinos. Dos manifestaron que no vieron cómo se llevó a cabo su detención, pero 

que al día siguiente se enteraron del hecho. Otro resultó ser el padre de (agraviado) 

y de Miguel, quien aseguró que presenció cuando los elementos involucrados, entre 

los que se encontraba una mujer, se introdujeron en la casa de (agraviado) Manuel, 

la cual esculcaron, los golpearon fuertemente y luego de varias horas se los llevaron 

detenidos (punto 1 de evidencias). 

 

Para este organismo, los anteriores testimonios son suficientes para acreditar el dicho 

de los agraviados, en el sentido de que efectivamente se encontraban en el domicilio 

de uno de ellos cuando fueron detenidos por los elementos policiales acusados, 

puesto que, aunque sólo uno de los testigos entrevistados observó cómo sucedieron 

los hechos, pudo dar detalles de tiempo, modo y lugar en que también lo hicieron los 

presuntos agraviados. Incluso manifestó que uno de los elementos involucrados era 

mujer, aunado al hecho de que el dicho de los citados servidores públicos no fue 

corroborado con ninguna otra probanza, con lo que se demostró que a los agraviados 

les violaron sus derechos humanos a la libertad, y a (agraviado), también a la 

privacidad. 
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Es de resaltar la sentencia absolutoria a favor de los aquí agraviados que el día […] 

del mes […] del año […]dictó el (juez federal) dentro del proceso penal […], pues 

determinó que las pruebas existentes eran insuficientes para demostrar el delito de 

portación cartuchos de arma de fuego, al haberse demostrado, mediante el dicho de 

los citados agraviados y con videos que éstos aportaron, que su detención se llevó a 

cabo en el domicilio de uno de éstos y no en la vía pública (punto 7 de evidencias). 

 

VIOLACIÓN DEL DERECHO A LA LIBERTAD 

 

Derecho a no ser privado de la libertad personal, sino en los supuestos previstos en 

el ordenamiento legal, por los sujetos jurídicos competentes para ello y mediante la 

observancia de las modalidades previstas en la ley.  

 

Bienes jurídicos protegidos  

 

1) El disfrute de la libertad personal, si no se ha incurrido en un supuesto normativo 

que autorice su privación.  

 

2) La no privación de la libertad mediante conductas distintas de las jurídicamente 

establecidas como obligatorias para los servidores públicos, aun cuando se haya 

incurrido en un supuesto normativo. 

 

Sujetos titulares del derecho  

 

Todo ser humano.  

 

Condiciones de vulneración del bien jurídico protegido  

 

En cuanto al acto  

 

a) Realización de conductas privativas de la libertad por parte de un servidor público 

sin que se haya satisfecho la hipótesis normativa.  

 

b) Realización de conductas diferentes de las previstas en la ley para privar de la 

libertad a otro sujeto normativo, por parte de un servidor público.  

 

En cuanto al sujeto  
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Comprende a todos aquellos servidores públicos que tienen que ver con la privación 

de la libertad.  

 

En cuanto al resultado  

 

La conducta realizada por los servidores públicos debe ser la causa de una privación 

indebida de la libertad, entendiendo “indebido” en dos sentidos distintos:  

 

a) Que no debía haberse privado de la libertad a un sujeto normativo, toda vez que 

no había incurrido en ningún supuesto normativo que lo permitiese, o  

 

b) En el sentido de que la privación de la libertad se realice de modo distinto a como 

lo establece el orden jurídico. 

 

En virtud de este derecho, una persona no deberá ser aprehendida sino en los 

supuestos previstos en el ordenamiento legal, por los sujetos jurídicos competentes 

para ello y mediante la observancia de las formalidades establecidas en la ley, y no 

por presunciones por parte de los encargados de aplicar la ley. 

 

La estructura jurídica del derecho a la libertad personal es uno de los supuestos en 

que el ejercicio del derecho tiene lugar, no en función del comportamiento de su 

titular, sino del de otros sujetos jurídicos (servidores públicos). En el caso del primer 

bien jurídico, el derecho se satisface con una conducta omisa por parte del servidor 

público, y en el segundo, mediante el cumplimiento de una conducta positiva 

jurídicamente obligatoria. Esta estructura implica dos normas dirigidas al servidor 

público: una, facultativa, que determina las condiciones en que puede restringirse la 

libertad personal de otros sujetos y el tipo de conductas mediante las cuales puede 

llevarse a cabo la privación, y otra norma, de carácter prohibitivo, que busca impedir 

que dicha privación ocurra sin respetar las formalidades legales o sin que los 

supuestos referidos hayan sido satisfechos.  

 

La fundamentación del derecho a la libertad se encuentra en los siguientes artículos 

de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos:  

 
Artículo 14. [...]  
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Nadie podrá ser privado de la libertad o de sus propiedades, posesiones o derechos, sino 

mediante juicio seguido ante los tribunales previamente establecidos, en el que se cumplan 

las formalidades esenciales del procedimiento y conforme a las leyes expedidas con 

anterioridad al hecho...  

 

[...]  

 

Artículo 16. Nadie puede ser molestado en su persona, familia, domicilio, papeles o 

posesiones, sino en virtud de mandamiento escrito de la autoridad competente, que funde y 

motive la causa legal del procedimiento...  

 

Este derecho humano también está fundamentado en los siguientes instrumentos 

internacionales:  

 

Convención Americana sobre Derechos Humanos, o Pacto de San José, adoptada en 

San José de Costa Rica el 22 de noviembre de 1969, que refiere:  
 

Artículo 1. Obligación de respetar los derechos: 1. Los Estados partes en esta Convención se 

comprometen a respetar los derechos y libertades reconocidos en ella y a garantizar su libre 

y pleno ejercicio a toda persona que esté sujeta a su jurisdicción, sin discriminación alguna 

por motivos de raza, color, sexo, idioma, religión, opiniones políticas o de cualquier otra 

índole, origen nacional o social, posición económica, nacimiento o cualquier otra condición 

social.  

 

Artículo 7. Derecho a la libertad personal.  

 

1. Toda persona tiene derecho a la libertad y a la seguridad personal.  

 

El Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, adoptado el 16 de diciembre 

de 1966, en Nueva York, refiere:  

 
Artículo 9  

 

1. Todo individuo tiene derecho a la libertad y a la seguridad personal. Nadie podrá ser 

sometido a detención o prisión arbitrarias. Nadie podrá ser privado de su libertad, salvo por 

las causas fijadas por la ley y con arreglo al procedimiento establecido en ésta.  

 

La Declaración Universal de Derechos Humanos, adoptada el 10 de diciembre de 

1948, por la Resolución de la Asamblea General de la Organización de las Naciones 

Unidas, 217 A (III), dice:  
 

Artículo 3. Todo individuo tiene derecho a la vida, a la libertad y a la seguridad de su persona.  
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[…] 

 

Artículo 9. Nadie podrá ser arbitrariamente detenido, preso ni desterrado.  

 

Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos:  
 

Artículo 9.1. Todo individuo tiene derecho a la libertad y a la seguridad personal. Nadie 

podrá ser sometido a detención o privación arbitrarias. Nadie podrá ser privado de su libertad, 

salvo por las causas fijadas por la ley y con arreglo al procedimiento establecido en ésta.  
 

La legislación local aplicable de manera específica a esta modalidad de violación del 

derecho humano a la libertad personal, está localizable en el Código de 

Procedimientos Penales del Estado de Jalisco, que al efecto señala:  
 

Artículo 145. El Ministerio Público está obligado a proceder a la detención de los que 

aparezcan como probables responsables en la comisión de delito de los que se persiguen de 

oficio sin necesidad de orden judicial en los casos siguientes:  

 

I. Cuando se trate de flagrante delito; y  

 

II. Exista notoria urgencia, por el riesgo fundado de que el indiciado trate de ocultarse o eludir 

la acción de la justicia, cuando no se pueda ocurrir ante la autoridad judicial por razón de la 

hora, lugar o circunstancias, tratándose únicamente de delitos calificados como graves por 

este código, mediante resolución que funde y exprese los motivos de su proceder.  

 

Existirá el riesgo fundado a que se refiere la fracción anterior desde el momento mismo de la 

comisión del ilícito; el cual se podrá acreditar en cualquiera de los siguientes supuestos:  

 

a) En atención a las circunstancias personales del indiciado; 

b) La peligrosidad del mismo;  

c) A sus antecedentes penales;  

d) Cuando varíe su nombre, apariencia o domicilio;  

e) A sus posibilidades de ocultarse;  

f) Al ser sorprendido tratando de abandonar el ámbito territorial de jurisdicción de la 

autoridad que estuviere conociendo del hecho; y  

g) En general, a cualquier indicio que haga presumir fundadamente que puede sustraerse de 

la acción de la justicia.  

 

[…]  

 

Artículo 146. Para los efectos de la fracción I del artículo anterior, se entenderá que el 

inculpado es detenido en flagrante delito cuando:  
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[…]  

 

VI. Es detenido al momento de cometerlo; o  

 

VII. Inmediatamente después de ejecutado el hecho delictuoso, el inculpado es perseguido y 

detenido materialmente; o  

 

VIII. Después de cometido el delito, la víctima o cualquier persona que haya presenciado los 

hechos, señale al inculpado como responsable y se encuentre en su poder el objeto del delito, 

el instrumento con que se haya cometido o huellas o indicios que hagan presumir 

fundadamente su intervención en la comisión del delito, siempre y cuando no hayan 

transcurrido más de setenta y dos horas contadas a partir de la comisión del ilícito.  

En los casos de delito flagrante cualquier persona puede detener al inculpado, poniéndolo sin 

demora a disposición de la autoridad más cercana y ésta, con la misma prontitud, a la del 

Ministerio Público… 

 

La Corte Interamericana de Derechos Humanos, en el caso Chaparro Álvarez y Lapo 

Íñiguez versus Ecuador, en la sentencia pronunciada el 21 de noviembre de 2007, 

estableció:  
 

52. En sentido amplio la libertad sería la capacidad de hacer y no hacer todo lo que esté 

lícitamente permitido. En otras palabras, constituye el derecho de toda persona de organizar, 

con arreglo a la ley, su vida individual y social conforme a sus propias opciones y 

convicciones. La seguridad, por su parte, sería la ausencia de perturbaciones que restrinjan o 

limiten la libertad más allá de lo razonable. La libertad, definida así, es un derecho humano 

básico, propio de los atributos de la persona, que se proyecta en toda la Convención 

Americana. En efecto, del Preámbulo se desprende el propósito de los Estados Americanos 

de consolidar “un régimen de libertad personal y de justicia social, fundado en el respeto de 

los derechos esenciales del hombre”, y el reconocimiento de que “sólo puede realizarse el 

ideal del ser humano libre, exento de temor y de la miseria, si se crean condiciones que 

permitan a cada persona gozar de sus derechos económicos, sociales y culturales, tanto como 

de sus derechos civiles y políticos”. De esta forma, cada uno de los derechos humanos protege 

un aspecto de la libertad del individuo.  

 

La siguiente jurisprudencia emitida por la Corte Interamericana de Derechos 

Humanos, en el caso Cabrera García y Montiel Flores versus México, sentencia 

emitida el 26 de noviembre de 2010, que señala: 

 
 

79. Este Tribunal recuerda que, respecto al artículo 7 de la Convención Americana, la Corte 

ha reiterado que éste tiene dos tipos de regulaciones bien diferenciadas entre sí, una general 
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y otra específica. La general se encuentra en el primer numeral: toda persona tiene el derecho 

a la libertad y a la seguridad personales. Mientras que la específica está compuesta por una 

serie de garantías que protegen el derecho a no ser privado de la libertad ilegalmente (art. 

7.2) o arbitrariamente (art. 7.3), a conocer las razones de la detención y los cargos formulados 

en contra del detenido (art. 7.4), al control judicial de la privación de la libertad (art. 7.5) y a 

impugnar la legalidad de la detención (art. 7.6). Cualquier violación de los numerales 2 al 7 

del artículo 7 de la Convención acarreará necesariamente la violación del artículo 7.1 de la 

misma.  

 

[...]  

 

80. De otra parte, el Tribunal ha señalado que la seguridad también debe entenderse como la 

protección contra toda interferencia ilegal o arbitraria de la libertad física. Asimismo, con la 

protección de la libertad se pueden salvaguardar tanto la libertad física de los individuos 

como la seguridad personal, en un contexto en el que la ausencia de garantías puede resultar 

en la subversión de la regla de derecho y en la privación a los detenidos de las formas mínimas 

de protección legal. Por su parte, el Tribunal Europeo de Derechos Humanos ha declarado 

que la seguridad personal implica la protección respecto a la libertad física. A su vez, el 

Comité de Derechos Humanos de las Naciones Unidas ha señalado que el derecho a la 

seguridad no puede interpretarse en forma restringida, lo cual implica que no pueden 

ignorarse las amenazas a la seguridad de personas no detenidas o presas.  
 

Estos criterios de la Corte Interamericana de Derechos Humanos son obligatorios, 

según lo ha definido la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la resolución del 

expediente varios 912/11 y en la decisión de la contradicción de tesis 293/11.  

 

No todas las detenciones son ilegales; sin embargo, las que sí lo son pueden llegar 

incluso a ser arbitrarias, tal como lo ha establecido de manera clara la Corte 

Interamericana de Derechos Humanos, entre otros en el caso Gangaram Panday vs 

Surinam, sentencia del día […] del mes […] del año […], en el que señala la 

diferencia entre detenciones ilegales y arbitrarias, y establece que las primeras se dan 

cuando no se respetan las condiciones y requisitos que establece la ley, mientras que 

en las arbitrarias, a pesar de que se actúa conforme a la norma, las acciones para 

efectuar la detención son incompatibles con los derechos de la persona por ser 

irrazonables, imprevisibles o faltas de proporcionalidad.  

 

Para mayor sustento, se cita la siguiente tesis de jurisprudencia VII.P.J/27, del 

Tribunal Colegiado en Materia Penal del Séptimo Circuito, del Semanario Judicial 

de la Federación y su Gaceta, novena época, tomo V, 1997, página 613, que señala:  
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DETENCIÓN SIN ORDEN DE APREHENSIÓN DE AUTORIDAD JUDICIAL 

COMPETENTE. CONTRAVIENE EL ARTÍCULO 16 CONSTITUCIONAL SI NO 

REÚNE LOS REQUISITOS ESTABLECIDOS EN ÉSTE Y SU CORRELATIVO 124 

DEL CÓDIGO DE PROCEDIMIENTOS PENALES DEL ESTADO DE VERACRUZ. La 

detención llevada a cabo sin orden de aprehensión de autoridad judicial competente, resulta 

contraventora de lo dispuesto por el artículo 16 constitucional si no se está en los casos de 

excepción a que se refiere dicho precepto y que se reiteran en el artículo 124 del Código de 

Procedimientos Penales de la entidad; es decir cuando: a) No se trata de un delito flagrante, 

b) No se demostró que las razones en que se basó la solicitud de la detención fueran 

verdaderas y c) No se demostró que se tratara de un caso urgente.  

 

Cabe mencionar que ninguna policía está facultada para detener a persona alguna sin 

ajustarse a los mandamientos contenidos en los artículos 14 y 16 de la Constitución 

federal. Conforme al último precepto, no podrá librarse ninguna orden de 

aprehensión o detención, a no ser por la autoridad judicial, sin que preceda denuncia, 

acusación o querella de un hecho determinado que la ley castigue con pena corporal, 

y sin que estén apoyadas aquellas por declaración, bajo protesta, de persona digna de 

fe o por otros datos que hagan probable la responsabilidad del inculpado, hecha 

excepción de los casos de flagrante delito, en que cualquier persona puede 

aprehender al delincuente y a sus cómplices, poniéndolos sin demora a disposición 

de la autoridad inmediata, y solamente en casos urgentes, cuando no haya en el lugar 

ninguna autoridad judicial y tratándose de delitos que se persigan de oficio, podrá la 

autoridad administrativa, bajo su más estrecha responsabilidad, decretar la detención 

de un acusado, poniéndolo inmediatamente a disposición de la autoridad judicial.  

 

 

VIOLACIÓN DEL DERECHO A LA PRIVACIDAD 

 

El derecho a la privacidad se define como un derecho de todo ser humano a que no 

sean conocidos ni dados a conocer por terceros, hechos, circunstancias o cualquier 

información personal sin su consentimiento, si no deben ser de dominio público 

conforme a la ley. Este derecho incluye el respeto a la intimidad, la vida familiar, la 

privacidad del domicilio y de la correspondencia1. 

 

                                                           
1Enrique Cáceres Nieto, Estudios para la elaboración de un Manual para la calificación de hechos violatorios de los 

derechos humanos, Comisión Nacional de los Derechos Humanos, México 2005, p. 414. 
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Los elementos que componen la transgresión de este derecho humano2 son los 

siguientes:  

 

1. Aquellas injerencias arbitrarias o abusivas en la vida privada.  

2. Afectación en la familia, el domicilio, la correspondencia, la honra o la 

intimidad de cada persona.  

 

La figura de allanamiento de morada contiene la siguiente denotación:  

 

1. La introducción, furtiva, mediante engaño, violencia y sin autorización.  

2. Sin causa justificada u orden de autoridad competente.  

3. A un departamento, vivienda, aposento o dependencia de una casa habitada.  

4. Realizada directa o indirectamente por una autoridad o servidor público.  

5. Indirectamente por un particular con anuencia o autorización de la 

autoridad.  

 

Por su parte, la hipótesis de cateos y visitas domiciliarias ilegales contiene la 

siguiente indicación:  

 

1. La emisión o ejecución de una orden para realizar una aprehensión o una 

inspección.  

2. La búsqueda o sustracción de un objeto sin o contra la voluntad del ocupante 

de un inmueble.  

3. Realizada por autoridad no competente.  

4. Fuera de los casos previstos por la ley. 

 

En ese sentido, el derecho a la privacidad se encuentra fundado en la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos, en los siguientes artículos:  
 

Artículo 16. Nadie puede ser molestado en su persona, familia, domicilio, papeles o 

posesiones, sino en virtud de mandamiento escrito de la autoridad competente, que funde y 

motive la causa legal del procedimiento. 

 

[…]  

 

                                                           
2Manual para la calificación de hechos violatorios de derechos humanos, Comisión Nacional de los Derechos 

Humanos y Federación Mexicana de Organismos Públicos de Protección y Defensa de los Derechos Humanos, México 

1998, primera edición, p. 234. 
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En toda orden de cateo, que sólo la autoridad judicial podrá expedir y que será escrita, se 

expresará el lugar que ha de inspeccionarse, la persona o personas que hayan de 

aprehenderse y los objetos que se buscan, a lo que únicamente debe limitarse la diligencia, 

levantándose al concluirla una acta circunstanciada, en presencia de dos testigos propuestos 

por el ocupante del lugar cateado o en su ausencia o negativa, por la autoridad que practique 

la diligencia.  

 

[…]  
 

La autoridad administrativa podrá practicar visitas domiciliarias únicamente para 

cerciorarse de que se han cumplido los reglamentos sanitarios y de policía; y exigir la 

exhibición de los libros y papeles indispensables para comprobar que se han acatado las 

disposiciones fiscales, sujetándose en estos casos a las leyes respectivas y a las formalidades 

prescriptas para los cateos.  
 

Por otro lado, en el ámbito estatal, el Código Penal para el Estado de Jalisco, en su 

artículo 191 tipifica como delito el allanamiento, el cual a la letra reza:  
 

Artículo 191. Se impondrán de seis meses a dos años de prisión al que, sin motivo 

justificado y sin orden de autoridad competente, se introduzca a un departamento, vivienda, 

aposento o casa habitada o a sus dependencias.  

 

Si en el allanamiento media la furtividad, el engaño o la violencia, la pena aplicable será de 

uno a tres años de prisión.  

 

Este derecho humano también se encuentra fundamentado en los siguientes acuerdos 

e instrumentos internacionales:  

 

Declaración Universal de Derechos Humanos, adoptada y proclamada el 10 de 

diciembre de 1948 en París, Francia, por la Asamblea General de la ONU, en su 

resolución 217 A (III): “Artículo 12. Nadie será objeto de injerencias arbitrarias en 

su vida privada, su familia, su domicilio o su correspondencia, ni de ataques a su 

honra o a su reputación. Toda persona tiene derecho a la protección de la ley contra 

tales injerencias o ataques”.  
 

Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, adoptado y abierto a la firma, 

ratificación y adhesión por la Asamblea General en su resolución 2200 A (XXI), del 

16 de diciembre de 1966. Entrada en vigor: 23 de marzo de 1976, de conformidad 

con el artículo 49, aprobado por el Senado el 18 de diciembre de 1980, ratificado por 

México el 23 de marzo de 1981, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 

12 de mayo de ese mismo año, que entró en vigor en México el 23 de junio de 1981: 
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Artículo 17.1. Nadie será objeto de injerencias arbitrarias o ilegales en su vida privada, su 

familia, su domicilio o su correspondencia, ni de ataques ilegales a su honra y reputación.  

 

2. Toda persona tiene derecho a la protección de la ley contra esas injerencias o esos 

ataques.  

 

Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre (aprobada en la Novena 

Conferencia Internacional Americana, Bogotá, Colombia, 1948):  

 

Artículo V. Toda persona tiene derecho a la protección de la ley contra los ataques abusivos 

a su honra, a su reputación y a su vida privada y familiar.  

 

[…]  

 

Artículo IX. Toda persona tiene el derecho a la inviolabilidad de su domicilio.  

 

Convención Americana sobre Derechos Humanos, adoptada en San José, Costa Rica, 

el 22 de noviembre de 1969, que entró en vigor el 18 de julio de 1978, conforme al 

artículo 74.2 de la Convención:  
 

Artículo 11. Protección de la Honra y de la Dignidad.  

 

1. Toda persona tiene derecho al respeto de su honra y al reconocimiento de su dignidad.  

 

2. Nadie puede ser objeto de injerencias arbitrarias o abusivas en su vida privada, en la de 

su familia, en su domicilio o en su correspondencia, ni de ataques ilegales a su honra o 

reputación.  

 

3. Toda persona tiene derecho a la protección de la ley contra esas injerencias o esos 

ataques. 
 

Ahora bien, en cuanto al reclamo de los tres agraviados en el sentido de que fueron 

golpeados y torturados psicológicamente por los cuatro policías que los capturaron, 

con el propósito de que les dieran armas de fuego y luego para que se autoinculparan 

de […] y […], obran en actuaciones de la queja materia de esta Recomendación los 

partes médicos […], elaborados los días […] y el día […] del mes […] del año […] 

por legistas del IJCF, a favor del agraviado (agraviado2), en los que se hizo constar 

que no presentó huellas de violencia física (punto 2, incisos a y b de evidencias). Con 

ello se advierte que a dicho inconforme no le fueron violados los derechos humanos 

a la integridad personal por parte de los servidores públicos involucrados. 
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Lo contrario ocurre con los otros dos agraviados (agraviado) y (agraviado3), pues 

mediante los partes médicos […] y[…], los días […] y el día […] del mes […] del 

año […], galenos adscritos al IJCF dieron fe de que (agraviado) presentó lesiones en 

ambas rodillas, de aproximadamente tres centímetros (cm) de extensión con costra 

hemática; equimosis localizado en mucosa del labio superior, línea media, de 2 cm 

de extensión. Ello coincide con su dicho, en el sentido de que cuando los detuvieron, 

luego de colocarles aros aprehensores, los hincaron por un largo periodo de tiempo 

(punto 2, incisos b y c de evidencias). También le fueron documentadas las múltiples 

heridas y golpes que sufrió en el dictamen clasificativo de lesiones que le realizó una 

médica de este organismo el día […] del mes […] del año […], cuya data evolutiva 

corresponde al tiempo en que, según refirió, fue golpeado por los elementos 

aprehensores aquí involucrados (puntos 2 y 5 de evidencias). 

 

Al agraviado (agraviado3) también se le encontraron diversas y graves lesiones, con 

base en los partes médicos […], […] y […], realizados respectivamente los días […] 

y […]del mes […], así como el día […] del mes […] del año […], en los que doctores 

del IJCF manifestaron que presentó signos y síntomas clínicos y radiográficos de 

fractura abrigada de clavícula izquierda y esguince cervical de grado II, cuya 

evolución correspondía al tiempo en que éste manifestó haber sido detenido. Dicha 

lesión fue confirmada con el parte médico que se le emitió en el RPE y con el 

dictamen clasificativo de lesiones elaborado por personal del área médica de este 

organismo, en los que se evidenció la fractura antes descrita con la misma antigüedad 

(puntos 2, incisos e, f y g, 3 y 4 de evidencias). 

 

Por otro lado, no debe ignorarse el dictamen que emitió un psicólogo de este 

organismo a favor del agraviado (agraviado), cuya conclusión fue que el día […] del 

mes […] del año […] presentaba […] (punto 6 de evidencias). 

  

Con las anteriores probanzas quedó demostrado el abuso cometido por los cuatro 

elementos policiales involucrados de la CSPE en agravio de los quejosos (agraviado) 

y (agraviado3), puesto que se aprovecharon no sólo de su superioridad numérica, 

sino de su estado de vulnerabilidad al estar detenidos y, lo más probable, 

inmovilizados, lo cual cometieron de manera ilegal, irregular y abusiva. En estas 

condiciones fueron expuestos a diversos golpes, al punto de causarle fractura de 

clavícula a (agraviado3) y a (agraviado) le infligieron diversos golpes acompañados 

de amenazas, a manera de tortura física y psicológica, para obligarlos a que aceptaran 
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su participación en los hechos delictuosos que les imputaron. Con ello se demostró 

la veracidad de su dicho y la violación de sus derechos humanos a la integridad 

personal, y también a la legalidad y seguridad jurídica. Lo anterior, de acuerdo con 

las siguientes consideraciones: 

 

VIOLACIÓN DEL DERECHO A LA INTEGRIDAD PERSONAL 

 

Es aquel que tiene toda persona a no sufrir alteraciones nocivas en su estructura 

corporal, sea fisonómica, fisiológica o psicológica, o cualquier otra alteración en el 

organismo que deje huella temporal o permanente que cause dolor o sufrimiento 

graves, con motivo de la injerencia o actividad dolosa o culposa de un tercero. 

 

Este derecho a la integridad y seguridad personal implica el reconocimiento de la 

dignidad inherente al ser humano y, por lo tanto, de la preservación física, psíquica 

y moral de toda persona, lo cual se traduce en el derecho a no ser víctima de ningún 

dolor o sufrimiento físico, psicológico o moral. 

 

Este derecho tiene como bien jurídico protegido la integridad física y psíquica del 

individuo en un estado libre de alteraciones nocivas; por consiguiente, el sujeto 

titular de éste es todo ser humano. 

 

El derecho a la integridad y seguridad personal implica un derecho subjetivo 

consistente en la satisfacción de la expectativa de no sufrir alteraciones nocivas en la 

estructura psíquica y física del individuo, cuya contrapartida consiste en la obligación 

de las autoridades de abstenerse de ejercer conductas que produzcan dichas 

alteraciones. 

 

Las condiciones de vulneración del bien jurídico protegido por este derecho son las 

siguientes:  

 

En cuanto al acto 

 

1. La conducta ejercida por algún servidor público que cause a otra persona una 

alteración física o psíquica contraria a derecho. 

 

2. Las consecuencias de la conducta practicada por algún servidor público o de un 

tercero con la aquiescencia de éste, que tenga como resultado una alteración nociva 
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en la estructura física o psíquica de un sujeto, que sea contraria a lo dispuesto en el 

ordenamiento jurídico. 

 

3. En general, la conducta ilícita es de carácter activo, e implica cuestiones tales 

como causar dolor o sufrimiento con el objeto de obtener alguna cosa, confesión, 

información, bienes, o para intimidar, coaccionar o incluso castigar a alguna persona 

por actos que cometió o se sospeche que haya cometido. También puede consistir en 

la realización de investigaciones médicas o científicas sin que medie el 

consentimiento de la persona afectada, o en la existencia de una conducta dolosa, 

culposa o negligente por parte de servidores médicos que se traduzcan en alteraciones 

en el organismo, sea estructural o funcionalmente, que se hayan manifestado con 

motivo de la actividad médica. 

 

En cuanto al sujeto 

 

Cualquier servidor público o cualquier tercero con la aquiescencia de alguna 

autoridad. 

 

En cuanto al resultado 

 

Que, como consecuencia de las conductas dolosas o culposas ejercidas, se altere de 

manera nociva la estructura psíquica y corporal del individuo. 

 

La fundamentación del derecho a la integridad y seguridad personal se encuentra en 

los siguientes artículos del título primero, capítulo I, denominado “De los derechos 

humanos y sus garantías” de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos: 
 

 Artículo 16. Nadie podrá ser molestado en su persona, familia, domicilio, papeles o 

 posesiones, sino en virtud de mandamiento escrito de la autoridad competente, que 

 funde y motive la causa legal del procedimiento...  

 

 […] 

 

 Artículo 19. […]  

 

 Todo mal tratamiento en la aprehensión o en las prisiones, toda molestia que se infiera 

 sin motivo legal; toda gabela o contribución, en las cárceles, son abusos que serán 

 corregidos por las leyes y reprimidos por las autoridades.  
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 Artículo 22. Quedan prohibidas las penas de muerte, de mutilación y de infamia, la 

 marca, los azotes, los palos, el tormento de cualquier especie, la multa excesiva, la 

 confiscación de bienes y cualesquiera otras penas inusitadas y trascendentales…  

 

A su vez, como derecho humano se encuentra fundamentado en los siguientes 

acuerdos e instrumentos internacionales:  

 

Declaración Universal de Derechos Humanos, adoptada por la Asamblea General de 

las Naciones Unidas el 10 de diciembre de 1948, la cual forma parte del derecho 

consuetudinario internacional: 

 
Artículo 1. Todos los seres humanos nacen libres e iguales en dignidad y en derechos y, 

dotados como están de razón y conciencia, deben comportarse fraternalmente los unos con 

los otros.  

 

 […]  

 

 Artículo 3. Todo individuo tiene derecho a la vida, a la libertad y a la seguridad de su 

 persona.  

 

 […]  

 

 Artículo 5. Nadie será sometido a torturas ni a penas o tratos crueles, inhumanos o 

 degradantes.  

 

Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre, aprobada el 2 de 

mayo de 1948 en la Novena Conferencia Internacional Americana, mediante 

resolución XXX, realizada en Bogotá, Colombia, que al efecto señala:  
 

Artículo I. Todo ser humano tiene derecho a la vida, a la libertad y a la seguridad de su 

persona...  

 

 […]  

 

 Artículo V. Toda persona tiene derecho a la protección de la ley contra los ataques 

 abusivos a su honra, a su reputación y a su vida privada y familiar.  

 

Convención Americana sobre Derechos Humanos, suscrita en la Conferencia 

Especializada de Derechos Humanos convocada por la Organización de los Estados 

Americanos (OEA) en San José, Costa Rica, del 7 al 22 de noviembre de 1969, 
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aprobada por el Senado de nuestro país el 18 de diciembre de 1980, según decreto 

publicado en el Diario Oficial de la Federación el 9 de enero de 1981 y vigente en 

México desde el 24 de marzo de 1981 y que señala: 
 

 Artículo 5. Derecho a la Integridad Personal  

 

 1. Toda persona tiene derecho a que se respete su integridad física, psíquica y moral.  

 

 2. Nadie debe ser sometido a torturas ni a penas o tratos crueles, inhumanos o 

 degradantes. Toda persona privada de libertad será tratada con el respeto debido a la 

 dignidad inherente al ser humano. 

 

 Artículo 7. Derecho a la libertad personal.  

 

 1. Toda persona tiene derecho a la libertad y a la seguridad personal...  

 

Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, aprobado por la Asamblea de la 

Organización de las Naciones Unidas (ONU), mediante resolución 2200 A(XXI), el 

16 de diciembre de 1966, aprobado por el Senado de nuestro país el 18 de diciembre 

de 1980, ratificado por México el 23 de marzo de 1981, publicado en el Diario 

Oficial de la Federación el 20 de mayo de ese mismo año, que entró en vigor en 

México el 23 de junio de 1981, y establece: “ 9.1. Todo individuo tiene derecho a la 

libertad y a la seguridad personal. Nadie podrá ser sometido a detención o prisión 

arbitrarias. Nadie podrá ser privado de su libertad, salvo por las causas fijadas por la 

ley y con arreglo al procedimiento establecido en ésta...” 

 

Código de Conducta para Funcionarios Encargados de Hacer Cumplir la Ley, 

adoptado por la Asamblea General de la ONU, en su resolución 34/169 del 17 de 

diciembre de 1979, válida como fuente del derecho de los estados miembros, de 

acuerdo con la Carta de las Naciones Unidas, y que al efecto señala: 
 

Artículo 1. Los funcionarios encargados de hacer cumplir la ley cumplirán en todo 

 momento los deberes que les impone la ley, sirviendo a su comunidad y protegiendo a todas 

las personas contra actos ilegales, en consonancia con el alto grado de  responsabilidad 

exigido por su profesión.  

 

Artículo 2. En el desempeño de sus tareas, los funcionarios encargados de hacer  cumplir 

la ley respetarán y protegerán la dignidad humana y mantendrán y defenderán  los 

derechos humanos de todas las personas.  
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Artículo 3. Los funcionarios encargados de hacer cumplir la ley podrán usar la fuerza 

 solo cuando sea estrictamente necesario y en la medida que lo requiera el desempeño de sus 

tareas.  

  

 […] 

 

Artículo 5. Ningún funcionario encargado de hacer cumplir la ley podrá infligir, instigar o 

tolerar ningún acto de tortura u otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes, ni 

invocar la orden de un superior o circunstancias especiales, como estado de guerra o 

amenaza de guerra, amenaza a la seguridad nacional, inestabilidad política interna, o 

cualquier otra emergencia pública, como justificación de la tortura u otros tratos o penas 

 crueles, inhumanos o degradantes. 
 

Principios Básicos sobre el Empleo de la Fuerza y de Armas de Fuego por los 

Funcionarios Encargados de Hacer Cumplir la Ley, adoptados por la Asamblea 

General de la ONU el 7 de septiembre de 1990, que refiere en sus disposiciones 

generales 4ª y 7ª lo siguiente: 
 

4. Los funcionarios encargados de hacer cumplir la ley, en el desempeño de sus 

 funciones, utilizarán en la medida de lo posible medios no violentos antes de recurrir al 

empleo de la fuerza y armas de fuego. Podrán utilizar la fuerza y armas de fuego 

 solamente cuando otros medios resulten ineficaces o no garanticen de ninguna manera  el 

logro del resultado previsto.  

 

7. Los gobiernos adoptarán las medidas necesarias para que en la legislación se castigue 

como delito el empleo arbitrario o abuso de la fuerza o de armas de fuego por parte de los 

funcionarios encargados de hacer cumplir la ley.  

 

La aplicación de los anteriores instrumentos internacionales es obligatoria, de 

conformidad con los artículos 1º y 133 de la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos y 4° de la Constitución Política del Estado de Jalisco. El primero 

refiere:  
 

En los Estados Unidos Mexicanos todas las personas gozarán de los derechos humanos 

reconocidos en esta Constitución y en los tratados internacionales de los que el Estado 

Mexicano sea parte, así como de las garantías para su protección, cuyo ejercicio no podrá 

restringirse ni suspenderse, salvo en los casos y bajo las condiciones que esta 

 Constitución establece.  

 

Las normas relativas a los derechos humanos se interpretarán de conformidad con esta 

Constitución y con los tratados internacionales de la materia favoreciendo en todo 

 tiempo a las personas la protección más amplia.  
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El artículo 133 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos señala:  
 

Esta Constitución, las leyes del Congreso de la Unión que emanen de ella y todos los 

 tratados que estén de acuerdo con la misma, celebrados y que se celebren por el 

 Presidente de la República, con aprobación del Senado, serán la Ley Suprema de toda la 

Unión. Los jueces de cada estado se arreglarán a dicha Constitución, leyes y tratados, a 

pesar de las disposiciones en contrario que pueda haber en las Constituciones o leyes de los 

Estados.  
 

El artículo 4º de la Constitución Política del Estado de Jalisco precisa: 
  

[…] 

 

Se reconocen como derechos de los individuos que se encuentren dentro del territorio 

 del Estado de Jalisco, los que se enuncian en la Constitución Política de los Estados 

 Unidos Mexicanos, así como los contenidos en la Declaración de los Derechos 

 Humanos, proclamada por la Asamblea General de las Naciones Unidas, y en los 

 tratados, convenciones o acuerdos internacionales que el gobierno federal haya firmado o 

los que celebre o de que forme parte.  

 

 […] 

 

Para mayor abundancia, el derecho humano a la integridad y seguridad personal, 

específicamente respecto a su vulneración mediante lesiones ocasionadas por 

servidores públicos, ha merecido el pronunciamiento de organismos internacionales 

como la Corte Interamericana de Derechos Humanos. Esta instancia ha puntualizado 

que el reconocimiento de este derecho es una norma aceptada y reconocida por la 

comunidad internacional, y que no admite acuerdos en contrario.  

 

Por su parte, el Comité de los Derechos Humanos, en su observación general número 

20, presentada en el 44º periodo de sesiones, señala que las obligaciones del Estado 

frente al derecho a la integridad personal no pueden suspenderse en ninguna 

circunstancia; que nada justifica la violación de este derecho, ni órdenes de un 

superior jerárquico o de una autoridad pública.  

 

Con relación a los hechos violatorios de derechos humanos a la integridad y 

seguridad personal de los agraviados, el Código Penal del Estado vigente y aplicable 

al caso refiere:  
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 Artículo 146. Comete el delito de abuso de autoridad todo servidor público, sea cual 

 fuere su categoría que incurra en alguno de los casos siguientes:  

 

 II. Cuando en el ejercicio de sus funciones, o con motivo de ellas, hiciere violencia a 

 una persona sin causa legítima, o la vejare;  

 

 […] 

 

 Artículo 206. Comete el delito de lesiones, toda persona que por cualquier medio cause 

 un menoscabo en la salud de otro.  

 

 […] 

 

 Artículo 208. Cuando se trata de lesiones que pongan en peligro la vida, se impondrán 

 de dos a seis años de prisión.  

 

La Ley General de Víctimas prevé: 
 

 Artículo 2. El objeto de esta Ley es: 

 

I. Reconocer y garantizar los derechos de las víctimas del delito y de violaciones a 

 derechos humanos, en especial el derecho a la asistencia, protección, atención, verdad, 

justicia, reparación integral, debida diligencia y todos los demás derechos consagrados 

 en ella, en la Constitución, en los Tratados Internacionales de derechos humanos de los que 

el Estado Mexicano es Parte y demás instrumentos de derechos humanos.  

 

 Artículo 4. Se denominarán víctimas directas aquellas personas físicas que hayan 

 sufrido algún daño o menoscabo económico, físico, mental, emocional, o en general 

 cualquiera puesta en peligro o lesión a sus bienes jurídicos o derechos como 

 consecuencia de la comisión de un delito o violaciones a sus derechos humanos 

 reconocidos en la Constitución y en los Tratados Internacionales de los que el Estado 

 Mexicano sea Parte.  

 

 Artículo 7. […] Las víctimas tendrán, entre otros, los siguientes derechos:  

 

 I. A una investigación pronta y eficaz que lleve, en su caso, a la identificación y 

 enjuiciamiento de los responsables de violaciones al Derecho Internacional de los 

 derechos humanos, y a su reparación integral;  

 

 II. A ser reparadas por el Estado de manera integral, adecuada, diferenciada, 

 transformadora y efectiva por el daño o menoscabo que han sufrido en sus derechos 

 como consecuencia de violaciones a derechos humanos y por los daños que esas 

 violaciones les causaron;  
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 III. A conocer la verdad de lo ocurrido acerca de los hechos en que le fueron violados 

 sus derechos humanos para lo cual la autoridad deberá informar los resultados de las 

 investigaciones;  

 

IV. A que se le brinde protección y se salvaguarde su vida y su integridad corporal, en los 

casos previstos en el artículo 34 de la Ley Federal contra la Delincuencia  Organizada;  

 

V. A ser tratadas con humanidad y respeto de su dignidad y sus derechos humanos por parte 

de los servidores públicos y, en general, por el personal de las instituciones  públicas 

responsables del cumplimiento de esta Ley, así como por parte de los  particulares que 

cuenten con convenios para brindar servicios a las víctimas;  

 

VI. A solicitar y a recibir ayuda, asistencia y atención en forma oportuna, rápida, 

 equitativa, gratuita y efectiva por personal especializado en atención al daño sufrido 

 desde la comisión del hecho victimizante, con independencia del lugar en donde ella se 

encuentre, así como a que esa ayuda, asistencia y atención no dé lugar, en ningún caso, a 

una nueva afectación;  

 

 VII. A la verdad, a la justicia y a la reparación integral a través de recursos y 

 procedimientos accesibles, apropiados, suficientes, rápidos y eficaces; 

 

VIII. A la protección del Estado, incluido el bienestar físico y psicológico y la 

 seguridad del entorno con respeto a la dignidad y privacidad de la víctima, con 

 independencia de que se encuentren dentro un procedimiento penal o de cualquier otra 

índole. Lo anterior incluye el derecho a la protección de su intimidad contra injerencias 

ilegítimas, así como derecho a contar con medidas de protección eficaces cuando su vida o 

integridad personal o libertad personal sean amenazadas o se hallen en riesgo en razón de 

su condición de víctima y/o del ejercicio de sus derechos;  

 

 […]  

 

Artículo 10. Las víctimas tienen derecho a un recurso judicial adecuado y efectivo, ante las 

autoridades independientes, imparciales y competentes, que les garantice el ejercicio de su 

derecho a conocer la verdad, a que se realice con la debida diligencia una investigación 

inmediata y exhaustiva del delito o de las violaciones de derechos  humanos 

sufridas por ellas; a que los autores de los delitos y de las violaciones de  derechos, con el 

respeto al debido proceso, sean enjuiciados y sancionados; y a obtener una reparación 

integral por los daños sufridos.  

 

Artículo 26. Las víctimas tienen derecho a ser reparadas de manera oportuna, plena, 

 diferenciada, transformadora, integral y efectiva por el daño que han sufrido como 

 consecuencia del delito o hecho victimizante que las ha afectado o de las violaciones de 

derechos humanos que han sufrido, comprendiendo medidas de restitución, 

 rehabilitación, compensación, satisfacción y medidas de no repetición.  



27 

 

 

 Artículo 27. Para los efectos de la presente Ley, la reparación integral comprenderá:  

 

 I. La restitución busca devolver a la víctima a la situación anterior a la comisión del 

 delito o a la violación de sus derechos humanos;  

 

 II. La rehabilitación busca facilitar a la víctima hacer frente a los efectos sufridos por 

 causa del hecho punible o de las violaciones de derechos humanos;  

 

III. La compensación ha de otorgarse a la víctima de forma apropiada y proporcional a la 

gravedad del hecho punible cometido o de la violación de derechos humanos sufrida y 

teniendo en cuenta las circunstancias de cada caso. Ésta se otorgará por todos los perjuicios, 

sufrimientos y pérdidas económicamente evaluables que sean consecuencia del delito o de 

la violación de derechos humanos;  

 

 IV. La satisfacción busca reconocer y restablecer la dignidad de las víctimas;  

 

V. Las medidas de no repetición buscan que el hecho punible o la violación de derechos 

sufrida por la víctima no vuelva a ocurrir; 

 

 […]  

 

 Artículo 64. La compensación se otorgará por todos los perjuicios, sufrimientos y 

 pérdidas económicamente evaluables que sean consecuencia de la comisión de los 

 delitos a los que se refiere el artículo 68 de este ordenamiento o de la violación de 

 derechos humanos, incluyendo el error judicial, de conformidad con lo que establece 

 esta Ley y su Reglamento. Estos perjuicios, sufrimientos y pérdidas incluirán, entre 

 otros y como mínimo:  

 

 I. La reparación del daño sufrido en la integridad física de la víctima;  

 

II. La reparación del daño moral sufrido por la víctima o las personas con derecho a la 

reparación integral, entendiendo por éste, aquellos efectos nocivos de los hechos del caso 

que no tienen carácter económico o patrimonial y no pueden ser tasados en  términos 

monetarios. El daño moral comprende tanto los sufrimientos y las aflicciones causados a 

las víctimas directas e indirectas, como el menoscabo de valores muy significativos para las 

personas y toda perturbación que no sea susceptible de medición pecuniaria;  

 

 III. El resarcimiento de los perjuicios ocasionados o lucro cesante, incluyendo el pago 

 de los salarios o percepciones correspondientes, cuando por lesiones se cause 

 incapacidad para trabajar en oficio, arte o profesión;  

 

IV. La pérdida de oportunidades, en particular las de educación y prestaciones sociales;  
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VII. El pago de los tratamientos médicos o terapéuticos que, como consecuencia del 

 delito o de la violación a los derechos humanos, sean necesarios para la recuperación de la 

salud psíquica y física de la víctima  

 

 […]  

 

 Artículo 65. Todas las víctimas de violaciones a los derechos humanos serán 

 compensadas, en los términos y montos que determine la resolución que emita en su 

 caso:  

 

 a) Un órgano jurisdiccional nacional;  

 

b) Un órgano jurisdiccional internacional o reconocido por los Tratados Internacionales 

ratificados por México;  

 

 c) Un organismo público de protección de los derechos humanos; 

  

d) Un organismo internacional de protección de los derechos humanos reconocido por los 

Tratados Internacionales ratificados por México, cuando su resolución no sea 

 susceptible de ser sometida a la consideración de un órgano jurisdiccional internacional 

 previsto en el mismo tratado en el que se encuentre contemplado el organismo en 

 cuestión.  

 

Lo anterior sin perjuicio de las responsabilidades civiles, penales y administrativas que los 

mismos hechos pudieran implicar y conforme lo dispuesto por la presente Ley.  

 

Artículo 68. La Federación y las entidades federativas compensarán de forma 

 subsidiaria el daño causado a la víctima de los delitos considerados como graves en el 

ámbito de su competencia en aquellos casos en que la víctima haya sufrido daño o 

 menoscabo a su libertad, o si la víctima directa hubiera fallecido o sufrido un deterioro 

 incapacitante en su integridad física y/o mental como consecuencia del delito.  

 

 Artículo 74. Las medidas de no repetición son aquéllas que se adoptan con el fin de 

 evitar que las víctimas vuelvan a ser objeto de violaciones a sus derechos y para 

 contribuir a prevenir o evitar la repetición de actos de la misma naturaleza.  

 

Tortura  

 

La fundamentación jurídica contra esta práctica se establece en los siguientes 

documentos.  

 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos:  
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 Artículo 4: … Toda persona tiene derecho a la protección de la salud…  

 

 […] 

 

Artículo 20, apartado B: … II. Queda prohibida y será sancionada por la ley penal, toda 

incomunicación, intimidación o tortura. 

 

 […] 

 

 Artículo 22. Quedan prohibidas las penas de muerte, de mutilación, de infamia, la 

 marca, los azotes, los palos, el tormento de cualquier especie, la multa excesiva, la 

 confiscación de bienes y cualesquiera otras penas inusitadas y trascendentales…  

 

Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos:  
 

 Artículo 7. Nadie será sometido a torturas ni a penas o tratos crueles, inhumanos o 

 degradantes.  

 

 […] 

 

 Artículo 10.1. Toda persona privada de libertad será tratada humanamente y con el 

 respeto debido a la dignidad inherente al ser humano.  

 

Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales:  
 

 Artículo 12.  

 

 1. Los Estados Partes en el presente pacto reconocen el derecho de toda persona al 

 disfrute del más alto nivel posible de salud física y mental.  

 

Convención Americana sobre Derechos Humanos (Pacto de San José):  
 

 Artículo. 5. Derecho a la Integridad Personal  

 

1. Toda persona tiene derecho a que se respete su integridad física, psíquica y moral. 

 Nadie debe ser sometido a torturas ni a penas o tratos crueles, inhumanos o degradantes. 

Toda persona privada de libertad será tratada con el respeto debido a la dignidad inherente 

al ser humano.  

 

 2. Nadie debe ser sometido a torturas ni a penas o tratos crueles, inhumanos o 

 degradantes. Toda persona privada de libertad será tratada con el respeto debido a la 

 dignidad inherente al ser humano.  
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Convención contra la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o 

Degradantes, ratificada por México el 23 de enero de 1986.  
 

1. A los efectos de la presente Convención, se entenderá por el término “tortura” todo acto por 

el cual se inflija intencionadamente a una persona dolores o sufrimientos graves, ya sean físicos 

o mentales, con el fin de obtener de ella o de un tercero información o una confesión, de 

castigarla por un acto que haya cometido, o se sospeche que ha cometido, o de intimidar o 

coaccionar a esa persona o a otras, o por cualquier razón basada en cualquier tipo de 

discriminación, cuando dichos dolores o sufrimientos sean infligidos por un funcionario público 

u otra persona en el ejercicio de funciones públicas, a instigación suya, o con su consentimiento 

o aquiescencia. No se considerarán torturas los dolores o sufrimientos que sean consecuencia 

únicamente de sanciones legítimas, o que sean inherentes o incidentales a éstas.  

 

2. El presente artículo se entenderá sin perjuicio de cualquier instrumento internacional o 

legislación nacional que contenga o pueda contener disposiciones de mayor alcance.  

 

 […]  

 

4.1: Todo Estado parte velará porque todos los actos de tortura constituyan delitos  conforme 

a su legislación penal. Lo mismo se aplicará a toda tentativa de cometer tortura y a todo acto de 

cualquier persona que constituya complicidad o participación en la tortura.  

 

Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura, adoptada por la 

Asamblea General de la OEA el 9 de diciembre de 1985 y ratificada por México el 

22 de junio de 1987:  
 

1. Los Estados partes se obligan a prevenir y a sancionar la tortura en los términos de la 

presente Convención.  

 

2. Para los efectos de la presente Convención se entenderá por tortura todo acto realizado 

intencionalmente por el cual se inflijan a una persona penas o sufrimientos físicos o 

mentales, con fines de investigación criminal, como medio intimidatorio, como castigo 

personal, como medida preventiva, como pena o con cualquier otro fin. Se entenderá 

también como tortura la aplicación sobre una persona de métodos tendientes a anular la 

personalidad de la víctima o a disminuir su capacidad física o mental, aunque no causen 

dolor físico o angustia psíquica.  

 

Artículo 7. Los Estados partes tomarán medidas para que, en el adiestramiento de 

 agentes de la policía y de otros funcionarios públicos responsables de la custodia de las 

personas privadas de su libertad, provisional o definitivamente, en los interrogatorios, 

detenciones o arrestos, se ponga especial énfasis en la prohibición del empleo de la tortura. 
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Igualmente, los Estados partes tomarán medidas similares para evitar otros tratos o penas 

crueles, inhumanos o degradantes.  

 

 Artículo 8. Los Estados partes garantizarán a toda persona que denuncie haber sido 

 sometida a tortura en el ámbito de su jurisdicción el derecho a que el caso sea 

 examinado imparcialmente. 

 

Asimismo, cuando exista denuncia o razón fundada para creer que se ha cometido un 

 acto de tortura en el ámbito de su jurisdicción, los Estados partes garantizarán que sus 

 respectivas autoridades procederán de oficio y de inmediato a realizar una investigación 

 sobre el caso y a iniciar, cuando corresponda, el respectivo proceso penal.  

  

 Una vez agotado el ordenamiento jurídico interno del respectivo Estado y los recursos 

 que éste prevé, el caso podrá ser sometido a instancias internacionales cuya 

 competencia haya sido aceptada por ese Estado.  

 

En el Protocolo de Estambul, que contiene el Manual para la investigación y 

documentación eficaces de la tortura y otros tratos o penas crueles, inhumanos o 

degradantes, elaborado por 75 expertos en derecho, salud y derechos humanos, 

representantes de 40 organizaciones o instituciones de quince países, que figura en 

los anexos de la resolución 2000/43 de la Comisión de Derechos Humanos de la 

ONU, del 20 de abril de 2000; y en la resolución 55/89 de la Asamblea General de 

las Naciones Unidas, del 4 de diciembre de 2000, aprobadas ambas sin votación, se 

establecen los siguientes principios para las autoridades de los Estados parte:  
 

 77. [...]  

 

a) Aclarar los hechos y establecer y reconocer la responsabilidad de las personas o los 

 Estados ante las víctimas y sus familias.  

 

 b) Determinar las medidas necesarias para impedir que se repitan estos actos; y  

 

 c) Facilitar el procesamiento y, cuando convenga, el castigo mediante sanciones 

 disciplinarias de las personas cuya responsabilidad se haya determinado en la 

 investigación, y demostrar la necesidad de que el Estado ofrezca plena reparación, 

 incluida una indemnización financiera justa y adecuada, así como los medios para 

 obtener atención médica y rehabilitación.  

 

78. Los Estados velarán por que se investiguen con prontitud y efectividad las quejas o 

denuncias de torturas o malos tratos. Incluso cuando no exista denuncia expresa, deberá 

 iniciarse una investigación si existen otros indicios de que puede haberse cometido un 

 acto de tortura o malos tratos...  
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Ley Federal para Prevenir y Sancionar la Tortura:  
 

Artículo 3. Comete el delito de tortura el servidor público que, con motivo de sus atribuciones, 

inflija a una persona dolores o sufrimientos graves, sean físicos o psíquicos con el fin de 

obtener, del torturado o de un tercero, información o una confesión, o castigarla por un acto que 

haya cometido o se sospeche ha cometido, o coaccionarla para que realice o deje de realizar una 

conducta determinada.  

 

 

Ley Estatal para Prevenir y Sancionar la Tortura:  
 

Artículo 2. Comete el delito de tortura, el servidor público que actuando con ese  carácter, 

inflija a una persona dolores o sufrimientos graves, sean físicos o psíquicos, con fines de 

investigación de hechos delictivos o infracciones, para obtener información o confesión del 

torturado o de un tercero, como medio intimidatorio, como castigo por una acción u omisión 

en que haya incurrido o se sospeche que incurrió o la coaccione para que realice o deje de 

realizar una conducta determinada o con cualquier otra finalidad.  

 

Ley General de Víctimas: 
 

 Artículo 4. Se denominarán víctimas directas aquellas personas físicas que hayan 

 sufrido algún daño o menoscabo económico, físico, mental, emocional, o en general 

 cualquiera puesta en peligro o lesión a sus bienes jurídicos o derechos como 

 consecuencia de la comisión de un delito o violaciones a sus derechos humanos 

 reconocidos en la Constitución y en los Tratados Internacionales de los que el Estado 

 Mexicano sea Parte.  

 

 Artículo 7. […] Las víctimas tendrán, entre otros, los siguientes derechos:  

 

 I. A una investigación pronta y eficaz que lleve, en su caso, a la identificación y 

 enjuiciamiento de los responsables de violaciones al Derecho Internacional de los 

 derechos humanos, y a su reparación integral;  

 

 II. A ser reparadas por el Estado de manera integral, adecuada, diferenciada, 

 transformadora y efectiva por el daño o menoscabo que han sufrido en sus derechos 

 como consecuencia de violaciones a derechos humanos y por los daños que esas 

 violaciones les causaron;  

 

 […]  

 

 IV. A que se le brinde protección y se salvaguarde su vida y su integridad corporal…  
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V. A ser tratadas con humanidad y respeto de su dignidad y sus derechos humanos por parte 

de los servidores públicos y, en general, por el personal de las instituciones 

 públicas… 

 

VI. A solicitar y a recibir ayuda, asistencia y atención en forma oportuna, rápida, 

 equitativa, gratuita y efectiva por personal especializado en atención al daño sufrido 

 desde la comisión del hecho victimizante, con independencia del lugar en donde ella se 

encuentre, así como a que esa ayuda, asistencia y atención no dé lugar, en ningún caso, a 

una nueva afectación;  

 

VIII. A la protección del Estado, incluido el bienestar físico y psicológico y la 

 seguridad del entorno con respeto a la dignidad y privacidad de la víctima, con 

 independencia de que se encuentren dentro un procedimiento penal o de cualquier otra 

índole. Lo anterior incluye el derecho a la protección de su intimidad contra injerencias 

ilegítimas, así como derecho a contar con medidas de protección eficaces cuando su vida o 

integridad personal o libertad personal sean amenazadas o se hallen en riesgo en razón de 

su condición de víctima y/o del ejercicio de sus derechos.  

 

DERECHO A LA LEGALIDAD Y SEGURIDAD JURÍDICA 

 

Este derecho, considerado en la doctrina como parte de los derechos civiles y 

políticos o de primera generación, atiende a que los actos de la administración 

pública y de la procuración de justicia se apeguen al orden jurídico, a fin de no 

perjudicar a los ciudadanos. Este bien jurídico, que tiene que ser preservado por el 

Estado, debe entenderse como el disfrute permanente de los derechos concebidos en 

el ordenamiento jurídico, sin que se causen perjuicios indebidos como resultado de 

una deficiente aplicación del derecho. Asimismo, este derecho tiene como sujeto 

titular a cualquier persona.  

 

El derecho a la legalidad compromete todos los actos de la administración pública 

con lo establecido en el orden jurídico, a fin de evitar un menoscabo de los derechos 

de los ciudadanos.  

 

Es importante que la presente Recomendación sirva como base para la identificación 

de los servidores públicos responsables de violaciones de derechos humanos. Ello 

contribuirá eficazmente con el objetivo de que la actuación de quienes integran los 

cuerpos de seguridad pública del Estado se apegue a los principios de legalidad, 

eficiencia, profesionalismo y honradez. Con ello se afirmaría el respeto irrestricto de 

los derechos y garantías individuales consagradas en la Constitución Política de los 
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Estados Unidos Mexicanos y en la particular del estado, y se proporcionaría un trato 

digno y respetuoso a las personas privadas de su libertad. 

 

Dentro de un Estado que se precia de ser democrático, como el nuestro, el ciudadano 

se encuentra protegido no sólo por un marco de leyes al que están sujetos tanto las 

autoridades como los particulares, cuya finalidad, además de favorecer la 

convivencia pacífica entre sus integrantes, es garantizar el pleno desarrollo del ser 

humano, sino por la certeza de que tanto su persona como su patrimonio personal y 

sus derechos se encuentran salvaguardados por las autoridades que lo representan.  

 

Mejores prácticas en materia de procuración de justicia  

 

La identificación, fundamentación y promoción de los derechos humanos ha sido un 

esfuerzo subsidiario de generaciones pasadas para garantizar la viabilidad de 

generaciones presentes y futuras. Corresponde a las generaciones actuales cumplir 

su compromiso histórico.  

 

En el campo del respeto a los derechos humanos, es importante partir del 

conocimiento y aplicación de experiencias de buenas prácticas para aprovecharlas en 

el ámbito local. Al efecto, podemos precisar que las “buenas prácticas” son aquellas 

que provocan beneficios trascendentes para las comunidades y que puedan ser 

aplicadas en otras latitudes. Sin pasar por alto que responden a contextos específicos, 

sí podemos estructurar algunos referentes que a manera de andamiaje permitan 

construir políticas públicas adecuadas y con cierta garantía de éxito. Por lo anterior 

y con el propósito de fortalecer las acciones en materia de procuración de justicia, se 

considera oportuno incluir los siguientes puntos. 

 

Fijar un rumbo tanto de colaboración y coordinación en los tres niveles de gobierno, 

así como la cooperación con todos los poderes para combatir la delincuencia en 

forma más eficiente.  

 

Formular programas para evaluar los avances que se logren en la materia.  

 

Promover programas para la profesionalización de las instituciones de procuración 

de justicia.  
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Como se desprende de estos enunciados, existe un eje transversal que se identifica 

con la gobernanza o gobernabilidad democrática, que implica una legitimación 

constante de los poderes públicos. Recordemos que la democracia no se agota en la 

etapa de la elección, sino que se construye permanentemente a partir de aspectos 

como la participación en los procesos de toma de decisiones, mecanismos claros y 

oportunos para exigir responsabilidades, normativa clara y suficiente, además del uso 

transparente de recursos, entre otros.  

 

En temas como la inadecuada prestación de los servicios de procuración de justicia, 

es una responsabilidad del Estado, por lo que éste debe desarrollar prácticas que en 

su ámbito implican un doble papel: por una parte, ejercer acciones para proteger a 

los habitantes, y por otra, abstenerse de ser justamente el que, por vía de sus agentes, 

incurra en atentados contra las personas. Para cumplir con lo anterior es necesario 

diseñar y ejecutar políticas de procuración de justicia con una perspectiva de 

desarrollo; es decir, no limitarse a la criminalización de esta problemática, sino 

abordarla con base en su complejidad con una perspectiva de desarrollo humano 

integral, tanto del componente ciudadano como del gubernamental.  

 

Toda víctima de violaciones de derechos humanos debe ser atendida con base en 

diversos principios, que de acuerdo con la doctrina de los derechos humanos y el 

derecho consuetudinario internacional, incluyen, entre otros:  

 

I. Los conocidos como Principios de Joinet, presentados en el informe de 1997 del 

Relator Especial de la Comisión de Derechos Humanos de la ONU. Sobre la cuestión 

de la impunidad, Louis Joinet, destacado jurista, estableció como derechos 

elementales de cualquier víctima de abuso de poder:  

 

El derecho a saber. Es la prerrogativa inalienable de la víctima a conocer la verdad 

sobre las violaciones de derechos humanos ocurridas. 

 

El derecho a la justicia. Consiste en que se integre y resuelva, por parte de un tribunal 

o instancia competente, sobre los derechos que se han vulnerado, los agentes 

involucrados y las sanciones que correspondan a los mismos; y  

 

El derecho a obtener reparación. Contiene principios sobre los procedimientos de 

reparación y el ámbito de aplicación de este derecho y garantías para la no repetición 

de las violaciones.  
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La Ley General de Víctimas señala:  
 

Artículo 1. La presente Ley general es de orden público, de interés social y observancia en 

todo el territorio nacional, en términos de lo dispuesto por los artículos 1°., párrafo tercero, 

17, y 20 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, Tratados 

Internacionales celebrados y ratificados por el Estado Mexicano, y otras leyes en materia 

de víctimas.  

 

 La reparación integral comprende las medidas de restitución, rehabilitación, 

 compensación, satisfacción y garantías de no repetición, en sus dimensiones 

 individual, colectiva, material, moral y simbólica. Cada una de estas medidas será 

 implementada a favor de la víctima teniendo en cuenta la gravedad y magnitud del 

 hecho victimizante cometido o la gravedad y magnitud de la violación de sus 

 derechos, así como las circunstancias y características del hecho victimizante. 

 

 […]  

 

Artículo 4. Se denominarán víctimas directas aquellas personas físicas que hayan 

 sufrido algún daño o menoscabo económico, físico, mental, emocional, o en general 

 cualquiera puesta en peligro o lesión a sus bienes jurídicos o derechos como 

 consecuencia de la comisión de un delito o violaciones a sus derechos humanos 

 reconocidos en la Constitución y en los Tratados Internacionales de los que el Estado 

Mexicano sea Parte.  

 

Son víctimas indirectas los familiares o aquellas personas físicas a cargo de la víctima 

directa que tengan una relación inmediata con ella.  

 

 […]  

 

La calidad de víctimas se adquiere con la acreditación del daño o menoscabo de los 

derechos en los términos establecidos en la presente Ley, con independencia de que se 

identifique, aprehenda, o condene al responsable del daño o de que la víctima participe en 

algún procedimiento judicial o administrativo.  

 

 […]  

 

 Artículo 7. Los derechos de las víctimas que prevé la presente Ley son de carácter 

 enunciativo y deberán ser interpretados de conformidad con lo dispuesto en la 

 Constitución, los tratados y las leyes aplicables en materia de atención a víctimas, 

 favoreciendo en todo tiempo la protección más amplia de sus derechos. 

 

 Las víctimas tendrán, entre otros, los siguientes derechos:  
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 […]  

 

 II. A ser reparadas por el Estado de manera integral, adecuada, diferenciada, 

 transformadora y efectiva por el daño o menoscabo que han sufrido en sus derechos 

 como consecuencia de violaciones a derechos humanos y por los daños que esas 

 violaciones les causaron;  

 

 […]  

 

Artículo 26. Las víctimas tienen derecho a ser reparadas de manera oportuna, plena, 

diferenciada, transformadora, integral y efectiva por el daño que han sufrido como 

consecuencia del delito o hecho victimizante que las ha afectado o de las violaciones de 

derechos humanos que han sufrido, comprendiendo medidas de restitución, rehabilitación, 

compensación, satisfacción y medidas de no repetición.  

 

 Artículo 27. Para los efectos de la presente Ley, la reparación integral comprenderá:  

 

 I. La restitución busca devolver a la víctima a la situación anterior a la comisión del 

 delito o a la violación de sus derechos humanos;  

 

 II. La rehabilitación busca facilitar a la víctima hacer frente a los efectos sufridos 

 por causa del hecho punible o de las violaciones de derechos humanos;  

 

III. La compensación ha de otorgarse a la víctima de forma apropiada y proporcional a la 

gravedad del hecho punible cometido o de la violación de derechos humanos sufrida y 

teniendo en cuenta las circunstancias de cada caso. Ésta se otorgará por todos los perjuicios, 

sufrimientos y pérdidas económicamente evaluables que sean consecuencia del delito o de 

la violación de derechos humanos;  

 

Reparación del daño 

 

Este organismo sostiene que la violación de los derechos a la legalidad y seguridad 

jurídica al lesionar y torturar a los (agraviado) y (agraviado3) por los actos que 

cometieron, merece una justa reparación del daño de manera integral, como acto 

simbólico y elemento fundamental para crear conciencia del principio de 

responsabilidad. Es una forma de enmendar simbólicamente una injusticia y un acto 

de reconocimiento del derecho de las víctimas y de la persona. 

 

Conceptos preliminares 
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Daño 

 

El concepto de daño tiene su raíz en la palabra latina damnum, que significa daño, 

deterioro, menoscabo, destrucción, ofensa o dolor que se provocan en la persona, 

cosas o valores morales o sociales de alguien.  

 

Es un principio de derecho que toda violación de una obligación que haya producido 

un daño comporta el deber de repararlo adecuadamente,  principio que es consagrado 

en la Convención Americana sobre Derechos Humanos (artículo 63.1), instrumento 

internacional que adquiere el carácter de ley suprema para nuestro país, de acuerdo 

con lo previsto en el artículo 133 de nuestra Constitución. 

 

Su antecedente en el derecho romano data del año 287 aC, creado por Aquilo. 

Consagraba que todo aquel que causara un daño a otro tenía la obligación de 

repararlo. Dicha propuesta dio origen a una ley que tenía por objeto regular la 

reparación del daño causado a otro. Su objeto era limitado, puesto que se refería sólo 

a la obligación personal y objetiva. Se le conoció como Lex Aquila. 

 

En cuanto a la garantía de reparación del daño, no sólo de manera personal, sino 

como un deber de quien ejerce el poder público, como garante de la seguridad de sus 

pobladores, se puede citar como un antecedente histórico muy valioso el Código de 

Hammurabi, creado entre los años 1792-1750 aC. Está compuesto por 282 leyes que 

fueron escritas por el rey Hammurabi de Babilonia;  en él se establecía:  

 
23. Si el bandido no es prendido, el señor que ha sido robado declarará oficialmente delante 

de Dios los pormenores de lo perdido; después, la ciudad y el gobernador de cuyo territorio 

y jurisdicción se cometió el bandidaje, le compensarán por todo lo perdido. 

 

24. Si es una vida [lo que se perdió], la ciudad y el gobernador pesarán una mina de plata y 

se la entregarán a su gente. 

 

Dicho principio ha sido adoptado y perfeccionado por las legislaciones posteriores, 

tanto las de tradición latina, tales como el Código Napoleónico, como las de tradición 

anglosajona. 

 

En el derecho moderno, muchos Estados, al igual que en los instrumentos creados 

por los organismos internacionales se prevé la reparación del daño no sólo por parte 

de los particulares, sino del Estado o de quienes fungen como titulares del poder. 
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Dicho principio se reconoce, entre otras, en las legislaciones francesa, española, 

alemana, japonesa, en la Constitución mexicana y en particular en la del estado de 

Jalisco. 

 

La reparación del daño comprende dos premisas fundamentales:  

 

1) Todo aquel que cause un daño a otro, tiene la obligación de repararlo; y 

 

2) Todo aquel que haya sido víctima, o ha sufrido un daño, tiene el derecho a que se 

le repare.  

 

De acuerdo con el análisis de las evidencias, esta Comisión considera que los 

elementos policiales aquí involucrados causaron, con sus reprochables actos, un daño 

psicológico a (agraviado) (agraviado3), así como lesiones graves a (agraviado3) tal 

como se acredita con las evidencias allegadas a la queja y, en particular, así se 

desprende del dictamen de valoración psicológica emitido por el área de Medicina, 

Psicología y Dictaminación de esta Comisión y los diversos partes médicos que se 

documentaron. 

 

Responsabilidad 

 

El concepto de responsabilidad, según Asdrúbal Aguilar, consiste en: 

 

Asumir las consecuencias de los hechos o actos propios o ajenos, ilícitos e incluso 

lícitos que causen un daño a terceros. Implica el surgimiento de la obligación de 

reparar el daño causado a un tercero, determinada por la resolución o declaración de 

un órgano competente, siendo acreedor de la responsabilidad quien tenga que 

satisfacer la medida de reparación. 

 

La responsabilidad encuentra su fundamento en la idea de reciprocidad en los 

intercambios, por lo que toda ruptura en el equilibrio de una relación debe ser 

restablecida.  

 

Víctima 

 

El concepto de víctima proviene del latín victima, que era la persona o animal 

sacrificado o destinado al sacrificio; su equivalente en hebreo (korban), es la persona 
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que se sacrifica a sí misma o que es inmolada de cualquier forma. 

 

El médico Édgar Zaldívar Silva  cita como conceptos de víctima el sugerido por 

Benjamin Mendelson (1900-1998), criminólogo rumano, considerado el padre de la 

victimología:  

 

En términos generales podríamos aceptar que víctima es el sujeto que padece un daño 

por culpa propia, ajena o por causa fortuita. 

 

Víctima es la personalidad del individuo o de la colectividad en la medida de que 

ésta se vea afectada por las consecuencias sociales de su sufrimiento, determinado 

por factores diversos, físico, psíquico, económico, político, social, así como el 

ambiente natural o técnico. 

 

La Declaración de los Principios Fundamentales de Justicia para las Víctimas de 

Delitos y del Abuso de Poder, aprobada en su resolución 40/34 del 29 de noviembre 

de 1985 por la Asamblea General de la ONU, establece qué se entiende por víctimas 

de abuso de poder: 

 

18. Se entenderá por “víctimas” a las personas que, individual o colectivamente, 

hayan sufrido daños, inclusive lesiones físicas o mentales, sufrimiento emocional, 

pérdida financiera o menoscabo sustancial de sus derechos fundamentales como 

consecuencia de acciones u omisiones aunque no lleguen a constituir violaciones del 

derecho penal nacional, pero violen normas internacionalmente reconocidas relativas 

a los derechos humanos. 

 

Es trascendente que en el citado instrumento internacional se otorga el estado de 

víctima y por lo tanto, el derecho a la reparación del daño, al que hubiese sufrido 

algún daño sin sujetar su derecho a requisitos de identificación, enjuiciamiento o 

condena del perpetrador. 

 

La ONU ha definido a la víctima en su resolución 60/147 del 16 de diciembre de 

2005, cuando la Asamblea General aprobó los Principios y Directrices Básicos sobre 

el Derecho de las Víctimas de Violaciones Manifiestas de las Normas 

Internacionales,  que consagran:  

 

Se entenderá por víctima a toda persona que haya sufrido daños individual o 
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colectivamente, incluidas lesiones físicas o mentales, sufrimiento emocional, 

pérdidas económicas o menoscabo sustancial de sus derechos fundamentales como 

consecuencia de acciones u omisiones que constituyan una violación manifiesta de 

las normas internacionales de derechos humanos o una violación grave del derecho 

internacional humanitario. Cuando corresponda, y de conformidad con el derecho 

interno, el término “víctima” también comprenderá a la familia inmediata o las 

personas a cargo de la víctima directa y a las personas que hayan sufrido daños al 

intervenir para prestar asistencia a víctimas en peligro o para impedir la 

victimización. 

 

Una persona será considerada víctima con independencia de si el autor de la 

violación ha sido identificado, aprehendido, juzgado o condenado y de la relación 

familiar que pueda existir entre el autor y la víctima. 

 

Motivos y fundamentos que dan lugar a la reparación 

 

Dentro de un Estado que se precia de ser democrático, como el nuestro, el ciudadano 

se encuentra protegido no sólo por un marco de leyes al que están sujetos tanto las 

autoridades como los particulares, cuya finalidad, además de favorecer la 

convivencia pacífica entre sus integrantes, es garantizar el pleno desarrollo del ser 

humano, sino por la certeza de que tanto su persona, su patrimonio personal y sus 

derechos se encuentran salvaguardados por las autoridades que lo representan. 

 

Toda víctima de violaciones de derechos humanos debe ser atendida con base en 

diversos principios, que de acuerdo con la doctrina de los derechos humanos y el 

derecho consuetudinario internacional, incluyen, entre otros: 

 

I. Los conocidos como Principios de Joinet, presentados en el informe de 1997 del 

Relator Especial de la Comisión de Derechos Humanos de la ONU. Sobre la cuestión 

de la impunidad, Louis Joinet, destacado jurista, estableció como derechos 

elementales de cualquier víctima de abuso de poder: 

 

El derecho a saber. Es la prerrogativa inalienable de la víctima a conocer la verdad 

sobre las violaciones de derechos humanos ocurridas.  

 

El derecho a la justicia. Consiste en que se integre y resuelva, por parte de un tribunal 

o instancia competente, sobre los derechos que se han vulnerado, los agentes 



42 

 

involucrados y las sanciones que correspondan a los mismos; y 

 

El derecho a obtener reparación. Contiene principios sobre los procedimientos de 

reparación y el ámbito de aplicación de este derecho y garantías para la no repetición 

de las violaciones. 

 

En el año 2000, el Relator Especial sobre el Derecho de Restitución, Indemnización 

y Rehabilitación de las Víctimas de Violaciones de los Derechos Humanos y las 

Libertades Fundamentales, M. Cherif Bassiouni, presentó un informe final ante la 

Comisión de Derechos Humanos de la ONU, y adjuntó a su informe una propuesta 

de Principios y Directrices Básicos sobre el Derecho de las Víctimas de Violaciones 

de Derechos Humanos y del Derecho Internacional Humanitario a Interponer un 

Recurso y a Recibir Reparación. (Conocidos como Principios van Boven-Bassiouni.) 

En dichos principios se reconocen como formas de reparación: la restitución, 

indemnización, rehabilitación, satisfacción y garantías de no repetición. 

 

En el Sistema Regional Americano de Protección de Derechos Humanos, la 

Declaración Americana de Derechos Humanos establece: 

 
 Artículo XXV. Nadie podrá ser privado de su libertad sino en los casos y según las formas 

establecidas por leyes preexistentes […] Todo individuo que haya sido privado de su 

libertad tiene derecho a que el juez verifique sin demora la legalidad de la medida y a ser 

juzgado sin dilación injustificada o, de lo contrario a ser puesto en libertad. Tiene derecho 

también a un tratamiento humano durante la privación de su libertad. 

 

Dentro del mismo sistema americano, la Convención Americana sobre Derechos 

Humanos, documento firmado y ratificado por nuestro país, establece que toda 

violación de un derecho lleva implícito el deber de repararlo, según lo consagra el 

artículo 63.1, que señala: 

 
 Artículo 63. 

 

 1. Cuando decida que hubo violación de un derecho o libertad protegidos en esta 

Convención, la Corte dispondrá que se garantice al lesionado en el goce de su derecho o 

libertad conculcados. Dispondrá asimismo, si ello fuera procedente, que se reparen las 

consecuencias de la medida o situación que ha configurado la vulneración de esos derechos 

y el pago de una justa indemnización a la parte lesionada. 

 

 La Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en su artículo 113, último 
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párrafo, adicionado desde el 14 de junio de 2002, establece: “La responsabilidad del Estado, 

por los daños que, con motivo de su actividad administrativa irregular, cause en los bienes 

o derechos de los particulares, será objetiva y directa. Los particulares tendrán derecho a 

una indemnización, conforme a las bases, límites y procedimientos que establezcan las 

leyes.” 

 

Al mismo tenor, la Constitución Política del Estado de Jalisco consagra: 

 
 Artículo 90. Los servidores públicos del Estado y de los municipios serán responsables por 

los actos u omisiones en que incurran en el desempeño de sus respectivas funciones. 

 

 […] 

 

 Artículo 107 bis. La responsabilidad del Estado y de los municipios por los daños que, con 

motivo de su actividad administrativa irregular, cause en los bienes o derechos de los 

particulares, será objetiva y directa. Los particulares tendrán derecho a una indemnización 

conforme a las bases, límites y procedimientos que establezcan las leyes. 

 

La Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado de Jalisco y sus Municipios, 

aprobada el 20 de agosto de 2003, con vigencia desde el 1 de enero de 2004, que es 

reglamentaria del artículo transcrito, regula en esencia la responsabilidad objetiva 

directa del Estado en los daños que cause por su actividad administrativa irregular 

en los bienes o derechos de los particulares. 

 

En su artículo primero de la citada ley establece: “… tiene como objeto fijar las bases, 

para reconocer el derecho a la indemnización a quienes, sin obligación jurídica de 

soportarlo, sufren daños, a consecuencia de una actividad administrativa, por parte 

de las entidades públicas…” 

 

En el artículo 2º de la misma ley, en su fracción I, se prevé: “… Actividad 

administrativa irregular: aquella acción u omisión que cause daño a los bienes o 

derechos de los particulares que no tengan obligación jurídica de soportar, en virtud 

de no existir fundamento legal o causa jurídica de justificación para legitimar el daño 

de que se trate.” 

 

En el artículo 5º se impone quiénes serán los sujetos pasivos de la responsabilidad 

de reparar el daño: “Los ayuntamientos y las demás entidades a que se refiere la 

presente Ley, deberán establecer en sus respectivos presupuestos la partida que 

deberá destinarse para cubrir las responsabilidades patrimoniales que pudieran 
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desprenderse de este ordenamiento”.  

 

Por su parte, en la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado 

de Jalisco se dispone: 

 
 Artículo 61. Todo servidor público, para salvaguardar la legalidad, honradez, lealtad, 

 imparcialidad y eficiencia que debe observar en el desempeño de su empleo, cargo o 

 comisión, y sin perjuicio de sus derechos y obligaciones laborales, tendrá las siguientes 

obligaciones: 

 

 I. Cumplir con la máxima diligencia el servicio que le sea encomendado, y 

 abstenerse de cualquier acto u omisión que cause la suspensión o deficiencia de dicho 

 servicio o implique abuso o ejercicio indebido de su empleo, cargo o comisión… 

 

Esta Comisión ha señalado en repetidas ocasiones que el hecho de que una persona 

sea presunta responsable de cualquier delito o falta administrativa no debe implicar 

que se le limiten o restrinjan otros derechos elementales, como lo es el derecho a la 

integridad. Sobre el particular, la Corte Interamericana de Derechos Humanos ha 

establecido jurisprudencia en la que aclara: 

 
 En suma, no es suficiente que toda causa de privación o restricción al derecho a la libertad 

esté prevista en la ley, sino que es necesario que esa ley y su aplicación sean compatibles 

con la Convención, es decir, que respeten los requisitos que a continuación se detallan, a 

efectos de que dicha medida no sea arbitraria: I) que la finalidad de las medidas que 

 priven o restrinjan la libertad sea legítima. Valga señalar que este Tribunal ha reconocido 

como fines legítimos el asegurar que el acusado no impedirá el desarrollo del procedimiento 

ni eludirá la acción de la justicia II) que las medidas adoptadas sean las idóneas para cumplir 

con el fin perseguido; III) que sean necesarias, en el sentido de que sean absolutamente 

indispensables para conseguir el fin deseado y que no exista una  medida menos gravosa 

respecto al derecho intervenido entre todas aquellas que cuentan con la misma idoneidad 

para alcanzar el objetivo propuesto. Por esta razón el Tribunal ha señalado que el derecho 

a la libertad personal supone que toda limitación a éste deba ser excepcional, y IV) que sean 

medidas que resulten estrictamente proporcionales, de tal  forma que el sacrificio 

inherente a la restricción del derecho a la libertad no resulte  exagerado o 

desmedido frente a las ventajas que se obtienen mediante tal restricción y el 

 cumplimiento de la finalidad perseguida. Cualquier restricción a la libertad que no 

 contenga una motivación suficiente que permita evaluar si se ajusta a las condiciones 

 señaladas será arbitraria y, por tanto, violará el artículo 7.3 de la Convención. 

 

 […] 

 

 El artículo 5.1 de la Convención consagra en términos generales el derecho a la integridad 
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personal, tanto física, psíquica y moral. 

 

 Por su parte, el artículo 5.2 establece, de manera más específica, ciertas garantías que 

 protegen el derecho a no ser sometido a penas o tratos crueles, inhumanos o degradantes, 

así como el derecho de toda persona privada de libertad a ser tratada con el respeto debido 

a la dignidad inherente al ser humano 178. La Corte entiende que cualquier violación del 

artículo 5.2 de la Convención acarreará necesariamente la violación del artículo 5.1 de la 

misma. 

 
 Esta Corte ha indicado que, de conformidad con el artículo 5.1 y 5.2 de la Convención, toda 

persona privada de libertad tiene derecho a vivir en condiciones de detención compatibles 

con su dignidad personal, lo cual debe ser asegurado por el Estado en razón de que éste se 

encuentra en posición especial de garante con respecto a dichas personas, porque las 

autoridades penitenciarias ejercen un control total sobre éstas. En igual sentido, la Corte 

Europea de Derechos Humanos ha señalado que: “el artículo 3 del Convenio [Europeo] 

impone al Estado asegurarse de que una persona esté detenida en condiciones  que 

sean compatibles con el respeto a su dignidad humana, que la manera y el método de ejercer 

la medida no le someta a angustia o dificultad que exceda el nivel inevitable de sufrimiento 

intrínseco a la detención, y que, dadas las exigencias prácticas del encarcelamiento, su salud 

y bienestar estén asegurados adecuadamente, brindándole, entre otras cosas, la asistencia 

médica requerida.. 

 

 Caso Yvon Neptune vs Haití, Sentencia de 6 mayo de 2008, Jurisprudencia de la CIDH. 

 

 Caso Gangaram Panday vs Suriname. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia del 21 de 

 enero de 1994. Serie C, No. 16, párr. 47. 

 

 Caso Chaparro Álvarez y Lapo Iñiguez, supra nota 36, párr. 90, y 

 

 Caso García Asto y Ramírez Rojas vs Perú. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y 

Costas. Sentencia de 25 de noviembre de 2005. Serie C No. 137, párr. 105.  

 

 Caso Chaparro Álvarez y Lapo Íñiguez, supra nota 36, párr. 93. 

 

 Caso Servellón García y otros, supra nota 39, párr. 90, y 

 

 Caso Acosta Calderón vs Ecuador. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 24  de junio 

de 2005. Serie C No. 129, párr. 111. Palamara Iribarne, supra nota 113, y 

 

 Caso García Asto y Ramírez Rojas, supra nota 133, párr. 106. Instituto de Reeducación del 

Menor" Vs. Paraguay. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia 

de 2 de septiembre de 2004. Serie C No. 112, párr. 228. 
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Como medida de restitución para daños que resultan irreparables, la Corte 

Interamericana de Derechos Humanos, órgano interpretativo de la Convención 

Americana sobre Derechos Humanos, ha establecido la indemnización de los 

ofendidos y víctimas de una violación con el pago de una reparación que aspire a ser 

integral, aun cuando la víctima de la violación, en casos como el presente, no puede 

ser resarcida totalmente (restitutio in integrum) en su garantía violada. La autoridad 

violadora, como representante del propio ciudadano y garante de la seguridad de los 

habitantes de un Estado, de manera proporcional al daño que ha provocado el acto 

perpetrado por uno de sus agentes o servidores públicos, retribuye a los familiares 

directos o a quien acredite la calidad de ofendido, en numerario, el derecho violado. 

Asimismo, emplea los medios a su disposición para que el hecho no se repita. Dicha 

acción, conocida como la “garantía de no repetición”, implica previamente el 

reconocimiento público de la violación de un derecho. 

 

La adecuada reparación del daño, según los criterios fijados por la Corte 

Interamericana de Derechos Humanos y otros organismos internacionales, debe 

incluir: 

 

1. Daño emergente. Afectación al patrimonio, derivada inmediata y directamente de 

los hechos. En la legislación mexicana suele equipararse el daño en sentido amplio.  

 

2. Lucro cesante. Implica la ganancia o el beneficio que se dejó o dejará de percibir 

como consecuencia del hecho que causó el daño. En la legislación mexicana equivale 

al perjuicio. 

  

3. Daño físico. Es la lesión que sufre la persona en su cuerpo, evaluada en este caso 

de acuerdo con la tarifa establecida por la legislación aplicable para el caso de la 

pérdida de una vida humana. 

 

4. Daño inmaterial. Es la lesión sufrida en los bienes no materiales que forman parte 

del patrimonio de las personas. Puede consistir en un daño jurídico, en un daño 

moral, en un daño al proyecto de vida o en un daño social, por los vínculos afectivos 

y sociales que sostenía con sus seres queridos. 

 

Dentro de este rubro podemos identificar específicamente, los siguientes conceptos:  

 

Daño jurídico. Es la lesión que sufren las personas en sus derechos. Este daño se ve 
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especialmente reflejado por la violación de las garantías individuales y sociales 

previstas en la Constitución y en los instrumentos internacionales sobre la materia. 

 

Daño moral. Es la lesión sufrida en el aspecto psíquico de la persona, más 

precisamente, en el emocional. Puede tener una dimensión individual o social. Tal 

afectación se ve reflejada en los sentimientos de impotencia y de susceptibilidad que 

tienen los habitantes frente a las autoridades encargadas de velar por sus derechos. 

 

Daño al proyecto de vida. Es el que afecta la realización de la persona que ha sido 

víctima de la violación, considerando su vocación, aptitudes, circunstancias, 

potencialidades y aspiraciones que le permitían fijarse razonablemente expectativas 

determinadas y cumplirlas. Implica, por tanto, la pérdida grave o menoscabo de 

oportunidades futuras de desarrollo personal.  

 

Daño social. Es el que se provoca en quienes pertenecen a la comunidad y entorno 

en que se perpetró el hecho, debido a que la muerte de una persona en la que tuvo 

intervención, ya sea por acción o por omisión, alguna autoridad o servidor público, 

trasciende a quien o quienes sufrieron la afectación, impacta en la sociedad y 

representa un precedente que implica la pérdida de confianza y de consolidación de 

los encargados de velar por el cumplimiento de una función pública fundamental 

como la seguridad y la aplicación de justicia. 

 

Para garantizar el cumplimiento de cada uno de estos elementos, la Corte 

Interamericana de Derechos Humanos ha establecido, entre otras, las siguientes 

medidas para restituir a los ofendidos en el ejercicio de sus derechos: 

 

Gastos y costas. Constituyen los pagos que se originen por los daños que se hayan 

causado tanto a la víctima como a los ofendidos. 

 

En el caso particular, la autoridad violadora, como representante del propio 

ciudadano y garante de la seguridad de los habitantes de un Estado, de manera 

proporcional al daño que ha provocado el acto perpetrado por uno de sus agentes o 

servidores públicos, debe restituir a los familiares directos o a quien acredite la 

calidad del ofendido, en numerario, el derecho violado y emplear los medios a su 

disposición para que el hecho no se repita. Dicha acción, conocida como la “garantía 

de no repetición”, implica previamente el reconocimiento público de la vilación de 

un derecho. Para garantizar su cumplimiento, la propia Corte Interamericana ha 
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establecido, entre otras medidas, las siguientes: 

 

Medidas de satisfacción y garantía de no repetición. Acciones que efectúa el Estado 

para modificar prácticas administrativas o mecanismos de protección inadecuados. 

 

Medidas preventivas. Medidas tomadas como respuesta a un incidente, para prevenir, 

minimizar o mitigar pérdidas o daños a los gobernados. 

 

Determinación y reconocimiento de responsabilidad. El objetivo es que exista la 

aceptación del Estado de la falta que hayan cometido sus autoridades o servidores 

públicos. Es una medida significativa de satisfacción para las víctimas por los daños 

morales sufridos. 

 

Para que un Estado que se precia de ser democrático, como el nuestro, cumpla con 

el fin de proporcionar debidamente los servicios públicos y atender al bien común de 

los ciudadanos, es preciso que sus autoridades, además de rendir cuentas por los actos 

realizados en representación del pueblo, acepten su responsabilidad por las acciones 

y omisiones en que incurran en el ejercicio de sus funciones y reparen los daños y 

perjuicios ocasionados por los agentes a su cargo. 

 

Por ello, de acuerdo con la legislación común y los tratados internacionales, debe ser 

cubierta dicha reparación como un acto de reconocimiento y respeto a los derechos 

humanos. Se apela a la buena fe, a la moral, a la ética y a la responsabilidad objetiva 

y directa que la Fiscalía General del Estado debe tener frente a sus gobernados 

cuando se les causan daños o perjuicios mediante una actividad administrativa 

irregular por parte de uno de sus funcionarios, en congruencia con la obligación 

constitucional y legal de conducirse con la lealtad debida al pueblo, titular originario 

de la soberanía, en los términos del artículo 39 de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos. 

 

A fin de ubicar el derecho de las víctimas en función de lo ordenado en la 

recientemente publicada Ley General de Víctimas (con las reformas publicadas en el 

Diario Oficial de la Federación el 3 de mayo de 2013), se citan a continuación el 

párrafo cuarto del artículo 1°, así como los artículos 4°, 5°, 7°, 26, 27 y 61, en lo que 

aquí interesa:  

 
 Artículo 1… 
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 […] 

 

 La reparación integral comprende las medidas de restitución, rehabilitación, 

 compensación, satisfacción y garantías de no repetición, en sus dimensiones individual, 

colectiva, material, moral y simbólica. Cada una de estas medidas será implementada a 

favor de la víctima teniendo en cuenta la gravedad y magnitud del hecho victimizante 

cometido o la gravedad y magnitud de la violación de sus derechos, así como las 

circunstancias y características del hecho victimizante. 

 

 Artículo 4. Se denominarán víctimas directas aquellas personas físicas que hayan sufrido 

algún daño o menoscabo económico, físico, mental, emocional, o en general cualquiera 

puesta en peligro o lesión a sus bienes jurídicos o derechos como consecuencia de la 

comisión de un delito o violaciones a sus derechos humanos reconocidos en la Constitución 

y en los Tratados Internacionales de los que el Estado Mexicano sea Parte.  

 

 Son víctimas indirectas los familiares o aquellas personas físicas a cargo de la víctima 

 directa que tengan una relación inmediata con ella.  

 

 Son víctimas potenciales las personas físicas cuya integridad física o derechos peligren por 

prestar asistencia a la víctima ya sea por impedir o detener la violación de derechos o 

 la comisión de un delito.  

 

 La calidad de víctimas se adquiere con la acreditación del daño o menoscabo de los 

 derechos en los términos establecidos en la presente Ley, con independencia de que se 

identifique, aprehenda, o condene al responsable del daño o de que la víctima participe en 

algún procedimiento judicial o administrativo.  

 

 Son víctimas los grupos, comunidades u organizaciones sociales que hubieran sido 

 afectadas en sus derechos, intereses o bienes jurídicos colectivos como resultado de la 

comisión de un delito o la violación de derechos.  

 

 Artículo 5. Los mecanismos, medidas y procedimientos establecidos en esta Ley, serán 

diseñados, implementados y evaluados aplicando los principios siguientes: 

 

 Dignidad. La dignidad humana es un valor, principio y derecho fundamental base y 

 condición de todos los demás. Implica la comprensión de la persona como titular y sujeto 

 de derechos y a no ser objeto de violencia o arbitrariedades por parte del Estado o de los 

particulares.  

 

 En virtud de la dignidad humana de la víctima, todas las autoridades del Estado están 

 obligadas en todo momento a respetar su autonomía, a considerarla y tratarla como fin de 

 su actuación. Igualmente, todas las autoridades del Estado están obligadas a garantizar que 

no se vea disminuido el mínimo existencial al que la víctima tiene derecho, ni sea afectado 

el núcleo esencial de sus derechos. 



50 

 

 

 En cualquier caso, toda norma, institución o acto que se desprenda de la presente Ley 

 serán interpretados de conformidad con los derechos humanos reconocidos por la 

 Constitución y los Tratados Internacionales de los que el Estado Mexicano sea Parte, 

 aplicando siempre la norma más benéfica para la persona.  

 

 Buena fe. Las autoridades presumirán la buena fe de las víctimas. Los servidores públicos 

que intervengan con motivo del ejercicio de derechos de las víctimas no deberán 

criminalizarla o responsabilizarla por su situación de víctima y deberán brindarle los 

servicios de ayuda, atención y asistencia desde el momento en que lo requiera, así como 

respetar y permitir el ejercicio efectivo de sus derechos. 

 

 Complementariedad. Los mecanismos, medidas y procedimientos contemplados en esta 

Ley, en especial los relacionados con la de asistencia, ayuda, protección, atención y 

reparación integral a las víctimas, deberán realizarse de manera armónica, eficaz y 

 eficiente entendiéndose siempre como complementarias y no excluyentes.  

 

 Tanto las reparaciones individuales, administrativas o judiciales, como las reparaciones 

colectivas deben ser complementarias para alcanzar la integralidad que busca la reparación.  

 

 Debida diligencia. El Estado deberá realizar todas las actuaciones necesarias dentro de un 

tiempo razonable para lograr el objeto de esta Ley, en especial la prevención, ayuda, 

 atención, asistencia, derecho a la verdad, justicia y reparación integral a fin de que la 

víctima sea tratada y considerada como sujeto titular de derecho 

 

 El Estado deberá remover los obstáculos que impidan el acceso real y efectivo de las 

 víctimas a las medidas reguladas por la presente Ley, realizar prioritariamente acciones 

encaminadas al fortalecimiento de sus derechos, contribuir a su recuperación como sujetos 

en ejercicio pleno de sus derechos y deberes, así como evaluar permanentemente el impacto 

de las acciones que se implementen a favor de las víctimas.  

 

 Enfoque diferencial y especializado. Esta Ley reconoce la existencia de grupos de 

 población con características particulares o con mayor situación de vulnerabilidad en 

 razón de su edad, género, preferencia u orientación sexual, etnia, condición de 

 discapacidad y otros, en consecuencia, se reconoce que ciertos daños requieren de una 

atención especializada que responda a las particularidades y grado de vulnerabilidad de las 

víctimas.  

 

 Las autoridades que deban aplicar esta Ley ofrecerán, en el ámbito de sus respectivas 

 competencias, garantías especiales y medidas de protección a los grupos expuestos a un 

mayor riesgo de violación de sus derechos, como niñas y niños, jóvenes, mujeres, adultos 

mayores, personas en situación de discapacidad, migrantes, miembros de pueblos 

indígenas, personas defensoras de derechos humanos, periodistas y personas en situación 

de desplazamiento interno. En todo momento se reconocerá el interés superior del menor.  
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 Este principio incluye la adopción de medidas que respondan a la atención de dichas 

 particularidades y grado de vulnerabilidad, reconociendo igualmente que ciertos daños 

sufridos por su gravedad requieren de un tratamiento especializado para dar respuesta a su 

 rehabilitación y reintegración a la sociedad.  

 

 Enfoque transformador. Las autoridades que deban aplicar la presente Ley realizarán, en el 

ámbito de sus respectivas competencias, los esfuerzos necesarios encaminados a que las 

medidas de ayuda, protección, atención, asistencia y reparación integral a las que tienen 

 derecho las víctimas contribuyan a la eliminación de los esquemas de discriminación y 

marginación que pudieron ser la causa de los hechos victimizantes.  

 

 Gratuidad. Todas las acciones, mecanismos, procedimientos y cualquier otro trámite que 

implique el derecho de acceso a la justicia y demás derechos reconocidos en esta Ley, serán 

gratuitos para la víctima. 

 

 Igualdad y no discriminación. En el ejercicio de los derechos y garantías de las víctimas y 

en todos los procedimientos a los que se refiere la presente Ley, las autoridades se 

 conducirán sin distinción, exclusión o restricción, ejercida por razón de sexo, raza, color, 

orígenes étnicos, sociales, nacionales, lengua, religión, opiniones políticas, ideológicas o de 

cualquier otro tipo, género, edad, preferencia u orientación sexual, estado civil, condiciones 

de salud, pertenencia a una minoría nacional, patrimonio y discapacidades, o cualquier otra 

que tenga por objeto o efecto impedir o anular el reconocimiento o el ejercicio de los 

derechos y la igualdad real de oportunidades de las personas. Toda  garantía o mecanismo 

especial deberá fundarse en razones de enfoque diferencial.  

 

 Integralidad, indivisibilidad e interdependencia. Todos los derechos contemplados en esta 

Ley se encuentran interrelacionados entre sí. No se puede garantizar el goce y ejercicio de 

los mismos sin que a la vez se garantice el resto de los derechos. La violación de un derecho 

pondrá en riesgo el ejercicio de otros.  

 

 Para garantizar la integralidad, la asistencia, atención, ayuda y reparación integral a las 

víctimas se realizará de forma multidisciplinaria y especializada.  

  

 Máxima protección. Toda autoridad de los órdenes de gobierno debe velar por la 

 aplicación más amplia de medidas de protección a la dignidad, libertad, seguridad y 

 demás derechos de las víctimas del delito y de violaciones a los derechos humanos. 

 

 Las autoridades adoptarán en todo momento, medidas para garantizar la seguridad, 

 protección, bienestar físico y psicológico e intimidad de las víctimas. 

 

 Artículo 7. Los derechos de las víctimas que prevé la presente Ley son de carácter 

 enunciativo y deberán ser interpretados de conformidad con lo dispuesto en la 

 Constitución, los tratados y las leyes aplicables en materia de atención a víctimas, 



52 

 

 favoreciendo en todo tiempo la protección más amplia de sus derechos.  

 Las víctimas tendrán, entre otros, los siguientes derechos:  

 

 […]  

 

 II. A ser reparadas por el Estado de manera integral, adecuada, diferenciada, 

 transformadora y efectiva por el daño o menoscabo que han sufrido en sus derechos como 

consecuencia de violaciones a derechos humanos y por los daños que esas violaciones les 

causaron;  

 

 […] 

 

 Artículo 26. Las víctimas tienen derecho a ser reparadas de manera oportuna, plena, 

 diferenciada, transformadora, integral y efectiva por el daño que han sufrido como 

 consecuencia del delito o hecho victimizante que las ha afectado o de las violaciones de 

derechos humanos que han sufrido, comprendiendo medidas de restitución, rehabilitación, 

 compensación, satisfacción y medidas de no repetición.  

 

 Artículo 27. Para los efectos de la presente Ley, la reparación integral comprenderá:  

 

 I. La restitución busca devolver a la víctima a la situación anterior a la comisión del delito 

o a la violación de sus derechos humanos;  

 

 II. La rehabilitación busca facilitar a la víctima hacer frente a los efectos sufridos por 

 causa del hecho punible o de las violaciones de derechos humanos;  

  

 III. La compensación ha de otorgarse a la víctima de forma apropiada y proporcional a la 

gravedad del hecho punible cometido o de la violación de derechos humanos sufrida y 

teniendo en cuenta las circunstancias de cada caso. Ésta se otorgará por todos los perjuicios, 

sufrimientos y pérdidas económicamente evaluables que sean consecuencia del delito o de 

la violación de derechos humanos; 

 

Al respecto, los tribunales federales han emitido el siguiente criterio jurisprudencial: 

 
SERVIDORES PÚBLICOS. LA CIRCUNSTANCIA DE QUE SUS ATRIBUCIONES Y 

OBLIGACIONES NO ESTÉN EXPRESAMENTE CONTEMPLADAS EN UNA NORMA 

GENERAL, ES INSUFICIENTE PARA EXIMIRLOS DE RESPONSABILIDAD. El 

artículo 113 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos dispone que las 

leyes de responsabilidades de los servidores públicos tienen por objeto salvaguardar los 

principios de legalidad, honradez, lealtad, imparcialidad y eficiencia en el desempeño de las 

funciones, empleos, cargos y comisiones de los empleados del gobierno; principios que están 

cargados de un alto valor moral, al que aspiran los empleados del gobierno y entes del Estado. 

Por su parte, el artículo 47, fracción I, de la Ley Federal de Responsabilidades de los 
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Servidores Públicos (de igual redacción al diverso numeral 8o., fracción I, de la Ley Federal 

de Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos, publicada en el Diario 

Oficial de la Federación el trece de marzo de dos mil dos), dispone como obligación a los 

empleados del gobierno cumplir con la máxima diligencia el servicio que les sea 

encomendado y abstenerse de cualquier acto u omisión que cause la suspensión o deficiencia 

de dicho servicio o implique abuso o ejercicio indebido de un empleo, cargo o comisión; así, 

la circunstancia de que el servicio encomendado, entendido como el cúmulo de obligaciones 

o atribuciones inherentes al cargo, no se encuentre detallado en forma de catálogo en alguna 

ley, reglamento, decreto, circular o norma de carácter general, es insuficiente para eximirlos 

de responsabilidad, pues resulta materialmente imposible emitir una norma general por cada 

rango, nivel o escalafón que exista en los tres poderes del gobierno. Por tanto, ante la 

inexistencia de una disposición normativa que especifique cuáles son las atribuciones de un 

servidor público, la autoridad administrativa y, en su caso, la jurisdiccional, deberán valorar 

los elementos de prueba allegados al asunto, para así concluir si determinada conducta o 

actuación se encuentra dentro de las facultades encomendadas al servidor público investigado 

o sancionado, fundando y motivando su determinación. 

 

SÉPTIMO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER 

CIRCUITO. Revisión fiscal 3027/2003. Titular de la Unidad de Asuntos Jurídicos de la 

Secretaría de Contraloría y Desarrollo Administrativo, hoy de la Función Pública encargada 

de la defensa jurídica. 21 de enero de 2004. Unanimidad de votos. Ponente: F. [occiso] 

Mijangos Navarro. Secretario: Carlos Alfredo Soto Morales. Tipo de documento: Tesis 

aislada 

 

En consecuencia, de conformidad con las invocadas disposiciones de la Ley de 

Responsabilidad Patrimonial del Estado de Jalisco y sus Municipios, así como las 

correspondientes a la Ley General de Víctimas, y atendiendo a los criterios de 

derecho federal e internacional indicados en este capítulo de la reparación del daño 

y a su superioridad jerárquica respecto de las leyes locales, la CEDHJ considera 

obligado que la FGE proceda a la reparación directa e integral del daño con justicia 

y equidad a los aquí agraviados. Como parte de ello debe brindarle a (agraviado) 

tratamiento psicológico para que supere el trastorno de estrés postraumático que 

presenta, según el dictamen psicológico realizado por especialista de este organismo; 

y a (agraviado3) deben serle cubiertos los gastos que haya erogado con motivo de la 

atención médica motivada por la fractura de clavícula y esguince cervical de segundo 

grado que sufrió, todo ello de conformidad, además, con el artículo 73 de la Ley de 

la Comisión Estatal de Derechos Humanos, que en lo relativo establece:  

 
Art. 73 CEDHJ. [...] El proyecto de recomendación o, en su caso, el acuerdo de no violación 

a los derechos humanos, contendrá un capítulo relativo a los antecedentes y hechos; una 

sección de evidencias, la motivación y fundamentación; y la conclusión que consistirá en las 
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proposiciones concretas que deberán señalar las medidas que procedan para la efectiva 

restitución de los derechos fundamentales de los afectados y, en su caso, la reparación de los 

daños y prejuicios que se hubieran ocasionado [...]. 

 

El deber que dicha disposición legal impone a esta Comisión para establecer en esta 

Recomendación el cumplimiento de la reparación integral del daño, encuentra 

procedencia en la correlativa obligación de todas las autoridades de reparar los daños 

por violaciones de derechos humanos, como lo ordena el tercer párrafo del artículo 

primero constitucional, que en lo conducente dispone: 

 
Art.1°. [...] 

 

Todas las autoridades, en el ámbito de sus competencias, tienen la obligación de promover, 

respetar, proteger y garantizar los derechos humanos de conformidad con los principios de 

universalidad, interdependencia, indivisibilidad y progresividad. En consecuencia, el Estado 

deberá prevenir, investigar, sancionar y reparar las violaciones a derechos humanos, en los 

términos que establezca la ley. 

 

Por todo lo anterior, esta CEDHJ apela a la vocación democrática de la Fiscalía 

General del Estado para que repare en forma directa e integral los daños ocasionados 

a los hermanos (agraviado) y (agraviado3), y con base en el análisis  aquí 

desarrollado como parte de la fundamentación y motivación, tiene a bien exponer las 

siguientes:  

 

 

V. CONCLUSIONES  

 

Los oficiales de la Comisaría de Seguridad Pública del Estado Erick de Jesús Águila 

Robles, Noé Hernández González, Gustavo Luna Villaseñor y Karla Paola Huerta 

Plascencia violaron con su actuar los derechos humanos a la integridad personal por 

tortura de (agraviado), por lesiones a (agraviado3), y a la legalidad y seguridad 

jurídica de (agraviado2), (agraviado) (agraviado3) y (agraviado3), por lo que esta 

Comisión dicta las siguientes:  

 

Recomendaciones:  

 

Al licenciado Francisco Alejandro Solorio Aréchiga, comisionado de Seguridad 

Pública del Estado: 
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Primera. Ordene a quien corresponda que inicie, tramite y concluya procedimiento 

sancionatorio de responsabilidad en contra de Érick de Jesús Águila Robles, Noé 

Hernández González, Gustavo Luna Villaseñor y Karla Paola Huerta Plascencia, 

elementos de la Comisaría de Seguridad Pública del Estado, por los hechos 

investigados en la presente Recomendación, a fin de que se les apliquen las sanciones 

administrativas conforme a los artículos 1, 2, 57, 59 y 106 la Ley del Sistema de 

Seguridad Pública del Estado, respetando el derecho de audiencia y defensa de 

dichos servidores públicos involucrados. Solo en el supuesto de que alguno o algunos 

de los servidores públicos ya no laboren para la Fiscalía de la cual también usted 

depende, se anexe una copia de la presente resolución a su expediente laboral, a fin 

de que se tome en consideración en caso de que pretendan reingresar al servicio 

público. 

 

Segunda. Capacite de manera constante y permanente a los cuatro funcionarios 

involucrados sobre derechos humanos y su respeto y protección, a fin de evitar que 

sigan presentándose violaciones de derechos humanos en contra de los ciudadanos 

mediante conductas reprochables como las que nos ocupan.  

 

Tercera. Ordene a quien corresponda hacer efectiva la reparación del daño a los 

agraviados (agraviado) y (agraviado3), de forma integral y conforme a la Ley 

General de Víctimas, y en especial disponer lo correspondiente para la rehabilitación 

psicológica del primer agraviado y cubra los gastos erogados por el segundo con 

motivo de la atención médica derivada de la fractura de clavícula y esguince cervical 

que le causaron. 

 

Aunque no es autoridad involucrada en los hechos violatorios de derechos humanos 

documentados en esta Recomendación, pero sí tiene entre sus atribuciones actuar 

para evitarlas y, en su caso, perseguirlas penalmente, se le solicita al fiscal central 

del Estado, maestro Rafael Castellanos, cumpla con la siguiente petición: 

 

Instruya a quien corresponda que inicie, tramite y concluya averiguación previa en 

contra de los oficiales Érick de Jesús Águila Robles, Noé Hernández González, 

Gustavo Luna Villaseñor y Karla Paola Huerta Plascencia, elementos de la Comisaría 

de Seguridad Pública del Estado, por la probable responsabilidad penal en los delitos 

de tortura, lesiones, allanamiento de morada, abuso de autoridad y los que resulten 

por los hechos analizados en la queja, materia de la presente Recomendación. En 

dicha indagatoria deberán considerarse y valorarse las pruebas y demás actuaciones 
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y evidencias que obran agregadas al citado expediente de queja, de las cuales se envía 

copia certificada.  

 

Es oportuno señalar que para esta Comisión es igualmente grave y vulnera el Estado 

de derecho la no instauración de los procedimientos tendentes a resolver sobre la 

probable responsabilidad de los servidores públicos por violaciones de los derechos 

humanos, así como simularlos o imponer sanciones demasiado leves, contrarias al 

principio de proporcionalidad, pues con ello se propicia la impunidad, se rompe el 

principio de legalidad y se deja de cumplir con los fines de la aplicación de las penas 

y sanciones, en el sentido de que éstas deben ser ejemplares, inhibitorias y 

educativas.  

 

Las anteriores recomendaciones son públicas y serán difundidas de inmediato por los 

medios de comunicación, de acuerdo con los artículos 76 y 79 de la Ley de la 

Comisión Estatal de Derechos Humanos y 120 de su Reglamento Interior.  

 

Con fundamento en los artículos 72, 76, 77 y 78 de la ley de esta institución, se 

informa a la autoridad a la que se dirige la presente Recomendación que tiene diez 

días hábiles, contados a partir de la notificación correspondiente, para que informe a 

este organismo si fue aceptada o no. En caso afirmativo, esta Comisión únicamente 

quedará en espera de las constancias que acrediten su cumplimiento, las cuales 

deberán presentarse dentro de los siguientes quince días hábiles a la fecha de 

aceptación.  

 

 

Doctor Felipe de Jesús Álvarez Cibrián  

Presidente  
 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Esta es la última hoja de la recomendación 31/2015, firmada por el presidente de la CEDHJ que consta de 

57 fojas. 


